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RESUMEN 

           Este trabajo encuentra respuestas para una serie de interrogantes 
tales como cuales son las causas principales que deben estar presente para 
el momento en que los trabajadores interpongan una acción de amparo 
constitucional, y en tal sentido se hace estudio a los elementos reales que de 
manera peculiar constituyen amenaza a la violación de los derechos y 
garantías constitucionales de índole laboral  no sólo en una situación fáctica 
en tiempo presente sino también desde una perspectiva del futuro inmediato 
siempre y cuando se enmarque en una serie de circunstancias que avalen la 
procedencia del amparo constitucional, para ello también es necesario 
precisar el procedimiento a seguir dispuesto en nuestra Legislación en 
cuanto a esta vía judicial luego de la reforma de que fue objeto la Ley 
Orgánica de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales, según se 
desprende de la jurisprudencia emanada de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia de fecha 1º de Febrero del año 2.000, reforma 
ésta que se aplica innegablemente en los hechos que revestidos de una 
naturaleza laboral puedan ser susceptibles de ser objetos del Amparo 
Constitucional, y por último cuáles son los efectos que se derivan de esta 
acción mismos en materia del trabajo.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 

       vii 



INTRODUCCIÓN 

 

          El  objeto principal de la presente monografía es destacar la 

importancia del Amparo en materia laboral como medio de solución breve, 

eficaz y expedita para la solución de problemas vitales en que se involucren 

violaciones o amenazas de los derechos y garantías constitucionales tanto a 

los trabajadores como a los patronos. 

 

          La legislación  venezolana durante muchos años careció de un 

instrumento jurídico por demás necesario, para solventar situaciones que 

aunque para la época no se presentaban en los tribunales con tanta 

frecuencia como hoy en día, sobre todo los de índole laboral, de igual 

manera se transformaban en un limbo jurídico por falta de la herramienta 

necesaria para darle una respuesta efectiva. 

 

         Es evidente entonces, que el Amparo como género y en el caso bajo 

estudio el Amparo Laboral como especie tienen un férreo asidero legal, con 

ello,  los trabajadores y los patronos como ciudadanos capaces de deberes y 

de derechos son beneficiados directamente en la tramitación y en la 

resolución breve de sus desavenencias cuando estas tocan aspectos 

constitucionales, bajo las normas procedimentales en materia de amparo, 

como parte integrante del ordenamiento jurídico positivo vigente.  
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Han obtenido todos los trabajadores y patronos sin duda alguna un 

gran logro a los efectos del pronto restablecimiento de situaciones que le 

hayan causado lesiones de rango constitucional,  aunque llegó un poco tarde 

en comparación con otras legislaciones la Ley Orgánica de Amparo Sobre 

Derechos y Garantías Constitucionales, es sin duda alguna un mecanismo 

judicial de avanzada. 

 

El Estado venezolano debe ser garante en todo momento de la 

correcta aplicación de todo el conjunto de leyes que integran el sistema 

jurídico del país. Así se evita, en primer lugar el uso excesivo e 

indiscriminado del amparo y en segundo lugar, se logra recuperar la 

confianza del ciudadano común en sus leyes. 

 

No obstante, la realidad venezolana es distinta, puesto que cada vez 

la interposición de Amparos Laborales dificultan de alguna manera la 

aplicación del resto del sistema jurídico, pues resulta increíble la cantidad de 

amparos interpuesto sin estar configurados los supuestos hecho y las 

condiciones legales y constitucionales que dan alcance a su procedencia, 

criticándose ante tal situación que se pone marcha a los tribunales de una 

localidad los cuales deben concentrar tiempo y esfuerzo en el 

desenvolvimiento de este mecanismo judicial para concluir en el fallo que ha 

de recaer en los mismos la declaratoria de su inadmisibilidad.  
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         Tal situación no es nueva y tiende a agudizarse cada vez más con el 

transcurso del tiempo, no obstante es palpable las circunstancias fácticas en 

donde se fundamenta el uso de la acción de amparo constitucional en los 

casos en que los patronos incumplen reiteradamente con sus obligaciones y 

continúen desarrollando tácticas dilatorias que perjudiquen a los 

trabajadores, y en contraposición a ello, las conductas extremas a que 

pueden llegar los mismos en sus luchas laborales que a veces llegan a 

perjudicar todo el aparato productivo en un país, trayendo consecuencias 

graves que afectan a la colectividad en general.  

 

Hechas las consideraciones anteriores y después de un profundo 

análisis del problema planteado, con ésta investigación  se  logró  determinar 

en primer lugar,  que con la entrada en vigencia de la nueva Ley Orgánica 

Procesal del Trabajo los derechos de los trabajadores son sumamente 

protegidos por la legislación venezolana al instaurar un sistema de 

administración de justicia mucho mas eficaz y automatizado que el anterior, 

pero no por ello el patrono está en situación de desventaja ante esta 

circunstancia, pues sus derechos constitucionales también pueden ser 

tutelados por la Acción de Amparo Constitucional. 

 

En segundo  termino, también se determinó que otro de los factores 

que han contribuido con esta situación es principalmente por la conducta 
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          Asimismo, quedó evidenciado que el Estado tiene por una parte el 

deber de vigilar y supervisar a patronos y trabajadores cumplan con sus 

deberes para poder ejercer sus derechos.  

 

Por lo tanto, se pudo concluir que es conveniente que el Estado 

garantice el efectivo cumplimiento de la normativa legal dictada con relación 

a la materia bajo estudio para contribuir con ello no sólo a la paz laboral, sino 

también  en mantener un cordial ambiente de trabajo en las empresas, lo 

cual es primordial para el desarrollo del país. 

 

El segundo aspecto a desarrollar es lo atinente a su procedimiento y 

por último el impacto que esta figura jurídica ha producido en la sociedad 

venezolana, cuyos efectos se observan a través de las decisiones emitidas 

por los Tribunales de la República. 
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activa asumida por el Estado Venezolano que durante los últimos años ha 

fomentado una cultura de protección del trabajador frente a los abusos de los 

patronos, pero ante el liderazgo de los primeros bajo la sombra de esta 

protección han incurrido en hechos grotesco que a su vez han perjudicado 

notablemente al empresario venezolano quien ha tenido que elevar a su vez 

su protesta y su defensa por este medio procesal. 

  

         No obstante, si bien es cierto que muchas actuaciones provenientes del 

Estado y de los patronos, han contribuido en agravar la situación, es 

innegable la existencia en segundo término de un factor importante que 

también ha intervenido en sentido negativo en acrecentar más el problema 

es el desconocimiento de las condiciones que hacen procedente el Amparo 

Constitucional.  

 

        Dadas las condiciones que anteceden, se logró concluir que la 

introducción del Amparo Laboral en Venezuela ha  contribuido en generar 

una situación de certeza en la aplicación de las normas consagradas en la 

Carta Magna y en la legislación del trabajo.  

 

        Sobre la base de las consideraciones anteriores, surgen muchas  

interrogantes que, justifican la necesidad de realizar un profundo estudio 

sobre el tema, para, visualizar las fallas y corrigiendo los errores en que se 
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incurren en la tramitación de la Acción de Amparo Constitucional en esta 

área del Derecho. 

 

        La importancia de esta investigación radica en analizar este mecanismo 

judicial, que persigue la emisión de una solución breve y eficaz tanto a 

trabajadores como a patronos, en búsqueda del respeto de sus derechos, 

por supuesto que ello a través del análisis de la situación en particular en 

cada  caso en concreto. 

 

De acuerdo con lo planteado, el primer objetivo es precisamente 

establecer cuáles son las causas principales que llevan a trabajadores y 

empresarios a interponer recursos de amparo ante ciertas situaciones 

laborales.  

 

En este mismo orden de ideas, con ésta labor investigativa se logró 

determinar que una de las principales causas que originan la interposición de 

recursos de amparo es la mala praxis de los abogados que utilizan este 

recurso jurídico sin tener las más mínima idea de las consecuencias 

negativas que esta situación genera.  

 



 

CAPITULO I 

CAUSAS QUE ORIGINAN LA INTERPOSICION DE AMPAROS EN 

MATERIA LABORAL  EN VENEZUELA 

 

El presente capítulo, tiene por objeto establecer las causas más 

comunes por la cual los trabajadores y los patronos acuden a la vía  del 

Amparo Constitucional en materia laboral, y a su vez establecer la 

consecuencia que tal situación jurídica produce, ya que ambos sujetos 

constituyen el factor humano que interactúa en el mecanismo de producción 

económica dentro de una sociedad.  

 

        Consecuentemente, al establecer los hechos primarios que ocasionan 

estos amparos  y sus consecuencias, se podrá determinar en primer lugar 

las situaciones por las cuales se toma esta vía; en segundo lugar quién es el 

responsable directo o indirecto en la ocurrencia de tal circunstancia, y en 

tercer y último lugar  quién resulta beneficiado por la aplicación de ese 

mecanismo jurídico.  

 

           Sobre la base de las consideraciones anteriores, se logrará tener una 

visión general del contexto ya esbozado ut supra,  que permita instaurar 

soluciones que sirvan de parámetros para el análisis de la Acción de Amparo 

Constitucional en cada caso.      



8

Antes de entrar a desarrollar lo antes apuntado es necesario hacer las 

siguientes reflexiones: 

 

La Constitución es la Ley Suprema dentro de la pirámide de Kelsen y 

en ella se encuentran reconocidos y positivizados los valores básicos de la 

existencia individual. Entonces se puede afirmar con toda certeza que el 

amparo judicial es un derecho, el cual se concreta en un procedimiento 

judicial especial y en algunas otras fórmulas o pretensiones judiciales que 

permiten la resolución de las controversias que se plantean relacionadas con 

derechos y garantías constitucionales en tiempo breve. 

 

El artículo 27 constitucional establece muy claramente que los 

Tribunales ampararán a toda persona en el goce y ejercicio de sus derechos 

y garantías constitucionales. Y más adelante la misma norma expresa que la 

autoridad judicial tendrá competencia para restablecer inmediatamente la 

situación jurídica infringida. 

 

El Amparo Laboral está destinado a resolver controversias que tengan 

relación con derechos y garantías constitucionales propias de la relación 

obrero-patronal, estén o no contemplados en la Carta Magna, pues, de no 

estar, pueden ser igualmente objeto de protección siempre y cuando se 

consideren como inherentes a la persona. El limitar la acción de amparo 
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constitucional a conflictos de derechos fundamentales descarta la posibilidad 

de que se le utilice para atender asuntos de otra naturaleza. 

 

Es de vital importancia hacer notar que este derecho implica un 

procedimiento breve, público, oral, gratuito y sencillo para el restablecimiento 

de los derechos constitucionales que han sido violados por cualquier acto, 

hecho, u omisión provenientes de los órganos del Poder Público o de 

particulares como  ha sido dispuesto por la Jurisprudencia patria, cuyo 

comentario al respecto será desarrollado en el capítulo siguiente de este 

trabajo. 

 

Se afirma fehacientemente que el objeto del Amparo Constitucional es 

la protección de derechos y garantías de cualquier índole, y en el caso en  

estudio en cuanto atañe a la materia laboral. Esta fue la finalidad del 

legislador, pues se consagra en nuestro ordenamiento jurídico un proceso 

autónomo con la intención de agilizar la tutela judicial de los principios 

elementales de las personas. 

 

Los derechos laborales consagrados en la Constitución representan 

un acuerdo básico de las diferentes fuerzas políticas y sociales de una 

sociedad determinada. Con el desarrollo del derecho como ciencia jurídica 

estos derechos han cobrado mayor relevancia en la sociedad que los vio 
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desarrollarse a través del tiempo.; razón por la cual la institución del Amparo 

Constitucional guarda un papel preponderante en nuestro sistema de 

acciones judiciales, pues tiende a proteger esas reglas básicas de 

convivencia humana. 

 

En Venezuela la Acción de Amparo Constitucional tiene su origen en 

una lesión constitucional la cual debe ser actual, es decir,  para que resulte 

admisible una acción de amparo constitucional es necesario que la lesión 

sea real, efectiva, tangible, ineludible, pero sobre todo presente y su efecto 

es restablecedor, resultando, que si lo que se persigue con la misma es una 

indemnización ante situaciones pasadas y consolidadas deberá escogerse 

otra vía judicial.  

 

De igual forma la Ley Orgánica de Amparo exige  que la lesión pueda 

ser corregida mediante un mandamiento judicial que impida que se consuma 

o la suspenda si ya se ha iniciado,   en cuanto a lo ya cumplido, si es posible 

retrotrae las cosas al estado anterior de su comienzo. 

 

En consonancia con lo anterior, también es posible la interposición de 

una acción de Amparo Constitucional, no solo contra hechos concretos u 

omisiones sino igualmente contra amenazas ciertas e inminentes de 

violaciones. Sin embargo, estas situaciones futuras tienen que tener 
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conexión cierta y verídica con el presente, es decir, la acción puede evitar la 

concreción de hechos lesivos próximos a ejecutarse, los cuales vulnerarían 

derechos fundamentales, pero no puede ocuparse el amparo de hechos 

remotos, inciertos y eventuales. 

 

En atención a lo antes enunciado es propicio citar la sentencia de 

fecha, 12 de marzo de 2.002, Sala de Constitucional del Tribunal Supremo 

de Justicia, en el caso Asociación de Tiro del Estado Miranda, dejó sentado 

lo siguiente: 

“… contra la Federación 

Venezolana de Tiro… 

… la específica acción de amparo constitucional, 

a que se contrae el inciso segundo del artículo 27 

de la Carta Magna, constituya un medio adicional 

a los ordinarios en la tarea de salvaguardar los 

derechos fundamentales. Por lo tanto, y al 

contrario de como ha sido manejada por algunos 

tribunales (actuando incluso con desconocimiento 

de la jurisprudencia de la entonces Corte 

Suprema de Justicia, que, con algunas 

diferencias de acento, distinguió la función de la 

acción de amparo de la de los medios ordinarios, 

dando preferencia a éstos últimos en el 

tratamiento de los conflictos, y dejando a aquélla 

la tarea de proteger derechos fundamentales bajo 

ciertas y determinadas circunstancias –que serán 

sistematizadas en líneas posteriores-; (cf.: sent. 
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de 26-09-85, SPA, caso: Gregorio Terán Brito y 

otros; sent. SPA de 06-08-87, caso: RAP; sent. 

de 08-03-90, SPA, caso: Luz Magaly Serna 

Rugeles y sent. n° 299 de 3-5-00, caso: 

Construcciones Inciarte), por lo que dicha acción 

no entraña un  espacio monopolio procesal en 

cuanto al trámite de denuncias respecto a 

violaciones a la regularidad constitucional.  

Así, en cuanto al complejo de medios 

procesales que la Constitución pone a 

disposición de los justiciables, esta Sala, en su 

decisión n° 848/2000 ya mencionada, afirmó: 

“Sin mucha claridad, fallos de diversos tribunales, 

incluyendo los de varias Salas de la extinta Corte 

Suprema de Justicia, han negado el amparo al 

accionante, aduciendo que el mismo ha debido 

acudir a las vías procesales ordinarias, aunque 

sin explicar la verdadera causa para ello, cual es 

que por estas vías se podía restablecer la 

situación jurídica infringida antes que la lesión 

causare un daño irreparable, descartando así la 

amenaza de violación lesiva.(…) 

Por lo tanto, no es cierto que per se cualquier 

transgresión de derechos y garantías 

constitucionales está sujeta de inmediato a la 

tutela del  amparo, y menos las provenientes de 

la actividad procesal, ya que siendo todos los 

jueces de la República tutores de la integridad de 

la Constitución, ellos deben restablecer, al ser 

utilizadas las vías procesales ordinarias 
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(recursos, etc.), la situación jurídica infringida, 

antes que ella se haga irreparable”. 

  2.2.- En consecuencia, ha sido criterio de esta 

Sala, conforme a los razonamientos precedentes, 

que la acción de amparo constitucional opera 

bajo las siguientes condiciones: 

a) Una vez que la vía judicial ordinaria haya 

sido instada y que respecto de la decisión 

recaída en dicho juicio hayan sido agotados los 

medios recursivos procedentes (siempre y 

cuando la invocación formal del derecho 

fundamental presuntamente vulnerado, en la vía 

o a través del medio correspondiente, no haya 

sido satisfecha); o 

  

b) Ante la evidencia de que el uso de las vías 

judiciales o los recursos procesales ordinarios, en 

el caso concreto y en virtud de la urgencia de la 

restitución, no diera satisfacción a la pretensión 

deducida. 

La disposición del literal a) apunta a la 

comprensión de que el ejercicio de la tutela 

constitucional por parte de todos los jueces de la 

República, a través de cualquiera de los canales 

procesales dispuestos por el ordenamiento 

jurídico, es una característica inmanente al 

sistema judicial venezolano, tal como se afirmó 

en líneas anteriores; por lo que, en consecuencia, 

ante la interposición de una acción de amparo 

constitucional, los tribunales deberán revisar si 

fue agotada la vía ordinaria o fueron ejercidos los 
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recursos, que de no constar tales circunstancias, 

la consecuencia será la inadmisión de la acción, 

sin entrar a analizar la idoneidad del medio 

procedente, pues el carácter tuitivo que la 

Constitución les atribuye a las vías o medios 

procesales ordinarios les imprime la potestad de 

conservar o restablecer el goce de los derechos 

fundamentales, por lo que su agotamiento es un 

presupuesto procesal a la admisibilidad de la 

acción de amparo. 

La exigencia del agotamiento de los recursos 

a que se refiere el aludido literal, no tiene el 

sentido de que se interponga cualquiera 

imaginable, sino sólo los que permitan restituir el 

goce de los derechos fundamentales que se 

denuncian violentados. No se obliga, pues, a 

utilizar en cada caso todos los medios de 

impugnación que puedan estar previstos en el 

ordenamiento procesal, sino tan sólo aquellos 

normales que, de manera clara, se manifiesten 

ejercitables y razonablemente exigibles. Por 

ejemplo, ante el agotamiento de la doble 

instancia en un juicio civil, el actor tendrá la 

posibilidad de recurrir en casación o en amparo 

constitucional, pues es sabido que aquélla 

constituye una vía extraordinaria de revisión. 

 De cara al segundo supuesto [literal b)], 

relativo a que la acción de amparo puede 

proponerse inmediatamente, esto es, sin que 

hayan sido agotados los medios o recursos 

adjetivos disponibles, el mismo procede cuando 
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se desprenda de las circunstancias fácticas o 

jurídicas que rodean la pretensión, que el uso de 

los medios procesales ordinarios resulta 

insuficiente al restablecimiento del disfrute del 

bien jurídico lesionado.  

Alguna de tales circunstancias podría venir 

dada cuando, por ejemplo, la pretensión de 

amparo exceda del ámbito intersubjetivo para 

afectar gravemente al interés general o el orden 

público constitucional; en caso de que el 

recurrente pueda sufrir una desventaja inevitable 

o la lesión devenga irreparable por la 

circunstancia de utilizar y agotar la vía judicial 

previa (lo que no puede enlazarse al hecho de 

que tal vía sea costosa o menos expedita que el 

procedimiento de amparo); cuando no exista vía 

de impugnación contra el hecho lesivo, o ésta 

sea de imposible acceso (así, sent. n° 1592 de 

2001, caso: Luis Alejandro Ettedgui, en donde el 

accionante planteó que no pudo ejercer el 

recurso de apelación debido a una huelga judicial 

y posterior período de vacaciones judiciales); 

cuando el peligro provenga de la propia 

oscuridad o complejidad del ordenamiento 

procesal; cuando el no agotamiento o su ineptitud 

fueren producto de un error en la decisión objeto 

de apelación (así: sent. n° 1114/2001, caso: Luis 

Carreño Pino) o ante dilaciones indebidas por 

parte de los órganos judiciales tanto en vía de 

acción principal como en vía de recurso. 
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 2.3. La inadmisión de la acción de amparo por 

falta del agotamiento de las vías judiciales 

preexistentes, se ha fundado tradicionalmente en 

lo dispuesto en el artículo 6.5. de la Ley Orgánica 

de Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales, según el cual: 

  

“6. No se admitirá la acción de amparo: 

5) Cuando el agraviado haya optado por recurrir 

a las vías judiciales ordinarias o hecho uso de los 

medios judiciales preexistentes. En tal caso, al 

alegarse la violación de un derecho o garantía 

constitucionales, el Juez deberá acogerse al 

procedimiento y a los lapsos establecidos en los 

Artículos, 23, 24 y 26 de la presente Ley, a fin de 

ordenar la suspensión provisional de los efectos 

del acto cuestionado;” 

Es así como, en concordancia con lo expuesto 

anteriormente, la Sala estima pertinente señalar 

que la norma trascrita, consagra 

simultáneamente el supuesto de admisión e 

inadmisión de la acción de amparo. 

 Así, en primer término, se consagra claramente 

la inadmisión de la acción cuando el agraviado 

haya optado por recurrir a la vías ordinarias o a 

los medios judiciales preexistentes, sobre el 

fundamento de que todo juez de la República es 

constitucional y, a través del ejercicio de los 

recursos que ofrece la jurisdicción ordinaria, se 

pueda alcanzar la tutela judicial efectiva de 

derechos o garantías constitucionales. 
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No obstante, la misma norma es inconsistente, 

cuando consagra que, en el caso de la opción por 

la vía ordinaria, si se alega violación o amenaza 

de violación de un derecho o garantía 

constitucionales, la acción de amparo será 

admisible, caso en el cual el juez deberá 

acogerse al procedimiento y a los lapsos 

previstos en los artículos 23, 24 y 26 de la Ley 

Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales, y su decisión versará 

exclusivamente sobre la suspensión o no, de 

manera provisional, sobre el acto cuestionado de 

inconstitucionalidad.  

Buenos Aires, Eudeba, 1953, trad, de Moisés 

Nilve). 

Lo expuesto anteriormente, lleva a concluir, 

entonces, que la norma en análisis, no sólo 

autoriza la admisibilidad del llamado “amparo 

sobrevenido”, sino que es el fundamento de su 

inadmisibilidad, cuando se dispone de un medio 

idóneo para el logro de los fines que, a través del 

amparo, se pretende alcanzar. 

  3.- Finalmente, conviene tener en cuenta lo 

expresado en el artículo 259 constitucional, en 

cuanto a que “...Los órganos de la jurisdicción 

contencioso administrativa son competentes para 

anular los actos administrativos generales o 

individuales contrarios a derecho, incluso por 

desviación de poder; condenar al pago de sumas 

de dinero y a la reparación de daños y perjuicios 

originados en responsabilidad de la 
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Administración; conocer de reclamos por la 

prestación de servicios públicos; y disponer lo 

necesario para el restablecimiento de las 

situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la 

actividad administrativa”. 

 Esto significa que la Constitución garantiza a 

los administrados, funcionarios públicos o sujetos 

bajo relaciones especiales como la aquí 

reconocida, un plus de garantías que no deja 

dudas respecto a la potestad que tienen esos 

tribunales para resguardar los derechos 

constitucionales que resulten lesionados por 

actos o hechos dictados o ejecutados en ejercicio 

de la función administrativa u omisiones o 

abstenciones de órganos o personas obligados 

por normas de derecho administrativo, incluso 

ante los llamados autos de autoridad o respecto a 

las vías de hecho de la administración 

[recuérdese que tanto la jurisprudencia como la 

doctrina patrias, a contrapelo de la que fue la 

opinión dominante, ha encauzado dicho supuesto 

dentro de las hipótesis de nulidad o anulabilidad 

de los actos o actuaciones administrativas (cf. 

sent. de la Sala Político Administrativa de 08-05-

91, caso: Ganadería El Cantón, así como los 

comentarios que esta decisión le merecen a José 

Araujo Juárez: Tratado de Derecho 

Administrativo Formal, p. 559-560).  

 Todo ello, se advierte, al margen de que la 

denuncia encuadre o no en las acciones 
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tradicionales que la Ley Orgánica de la Corte 

Suprema de Justicia o que la jurisprudencia se 

han encargado de consagrar. 

 En consecuencia, ponderadas las 

circunstancias del caso concreto y adminiculadas 

las premisas advertidas en la jurisprudencia 

señalada supra con los hechos debatidos en el 

proceso de amparo constitucional llevado por la 

Corte Primera de lo contencioso Administrativo, 

la Sala: 

 Visto que la actuación impugnada es de 

naturaleza administrativa, consistente en la 

Resolución dictada por la Asamblea General 

Extraordinaria de la Federación Venezolana de 

Tiro realizada el 24 de septiembre de 1999, que 

ordenó la suspensión de la Asociación de Tiro del 

Estado Miranda del registro de dicha Federación. 

 Visto igualmente que la Asociación de Tiro del 

Estado Miranda no condujo su denuncia a través 

de las vías judiciales ordinarias; 

 Visto asimismo que siendo que la queja 

presentada ante la jurisdicción constitucional 

pudo ser tramitada por los tribunales contencioso 

administrativos; 

 Ciertamente la solicitud en cuestión resultaba 

inadmisible, de conformidad con el artículo 6.5 de 

la Ley Orgánica de amparo sobre Derechos y 

Garantías Constitucionales, por tanto, la decisión 
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de la Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo de 17 de octubre de 2000 debe ser 

revocada. Así se decide.( Sentencia No. 418 del 

Tribunal Supremo de Justicia. Sala 

Constitucional. Magistrado-Ponente José M. 

Delgado Ocando. Exp.- 002745, Año 

2.002).Subrayado posterior. 

 

 De acuerdo a este criterio resulta imprescindible que el grado de 

certeza sea muy alto, que la lesión constitucional va a producir, para que sea 

admisible la acción de amparo contra la amenaza inminente. En conclusión 

el juez constitucional debe verificar que existan elementos ciertos y 

suficientes  que permitan concluir que la amenaza va a concretarse. Si ese 

es el caso, el mandamiento de amparo debe evitar que la lesión se consuma, 

si ella va a producir una vulneración de derechos constitucionales. 

 

 Volviendo al punto que es objeto de estudio, puede palparse en la 

práctica forense en forma particular como causas que generan la 

interposición de amparos laborales en Venezuela, por ejemplo cuando los 

patronos despiden a  los trabajadores sin justa causa durante las elecciones 

sindicales,  siendo la vía expedita el amparo para acudir ante el Tribunal a fin 

de que se tutele su derecho sindical con la prontitud que amerita cuando se 

está en un proceso electoral, o cuando una Institución o cuerpo del Estado 

emite una resolución que va en desmedro de los derechos y garantías de 
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rango constitucional en materia de trabajo, y otro caso muy común es cuando 

un sindicato y la masa trabajadora impiden el acceso a las instalaciones de la 

empresa de personas y de vehículos, inclusive personal gerencial y 

contratistas, lo cual conlleva a un perjuicio económico y violación al derecho 

de propiedad. 

 

 Para que sea procedente una Acción de Amparo Constitucional es 

necesario, como ya se expreso ut supra, que se configure una violación 

directa e inmediata de un derecho o garantía constitucional. Igualmente es 

necesario que no exista otro medio procesal ordinario y adecuado, de ahí 

radica el carácter extraordinario del proceso de amparo y la importancia de 

establecer un equilibrado sistema de convivencia entre el amparo y el resto 

de las acciones o recursos judiciales. 

 

Hoy en día, el análisis del carácter extraordinario de esta vía judicial 

suele hacerse junto con el resto de las causales de inadmisibilidad, o sea, el 

Juez Constitucional debe desechar in limine litis una Acción de Amparo 

Constitucional cuando en su criterio no existan dudas de que se disponen de 

otros mecanismos ordinarios lo suficientemente eficaces e idóneos para 

dilucidar dicha pretensión, lo que no debe confundirse con la improcedencia 

de la acción. 
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 La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia 

de fecha 22 de Marzo de 2.002, en el caso: F.J. Pérez en amparo, estableció 

al respecto lo siguiente: 

“…la Sala de manera reiterada ha señalado que 

la acción de amparo constitucional opera bajo las 

siguientes condiciones:  a) Una vez que la vía 

judicial ordinaria haya sido instada y que respecto 

de la decisión recaída en dicho juicio, hayan sido 

agotados los medios recursivos procedentes 

(siempre y cuando la invocación formal del 

derecho fundamental presuntamente vulnerado, 

en la vía o a través del medio correspondiente, 

no haya sido satisfecha); o b) Ante la evidencia 

de que el uso de las vías judiciales o los recursos 

procesales ordinarios, en el caso concreto y en 

virtud de la urgencia de la restitución, no diera 

satisfacción a la pretensión deducida. 

  

De acuerdo a lo precedente, la acción de 

amparo puede proponerse sin que hayan sido 

agotados los medios o recursos adjetivos 

disponibles, cuando se desprenda de las 

circunstancias fácticas o jurídicas que rodean la 

pretensión, que el uso de los medios procesales 

ordinarios resulta insuficiente al restablecimiento 

del disfrute del bien jurídico lesionado. Alguna de 

tales circunstancias podría venir dada cuando, la 

pretensión de amparo exceda del ámbito 

intersubjetivo para afectar gravemente al interés 

general o el orden público constitucional; en caso 
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de que el recurrente pueda sufrir una desventaja 

inevitable o la lesión devenga irreparable por la 

circunstancia de utilizar y agotar la vía judicial 

previa; cuando no exista vía de impugnación 

contra el hecho lesivo, o ésta sea de imposible 

acceso; cuando el peligro provenga de la propia 

oscuridad o complejidad del ordenamiento 

procesal; cuando el no agotamiento o su ineptitud 

fueren producto de un error en la decisión objeto 

de apelación o ante dilaciones indebidas por 

parte los órganos judiciales tanto en vía de 

acción principal como en vía de recurso.(…) 

 

Con respecto a lo anterior, la Sala advierte 

que para enervar los efectos de la omisión de 

pronunciamiento de algún órgano de la 

Administración obligado a responder alguna 

petición concreta realizada por un administrado, 

existe en el ordenamiento jurídico una vía 

procesal específica para revisar la legalidad o 

constitucionalidad de dicha la conducta, medio 

éste constituido por la llamada acción 

contencioso-administrativa de abstención o 

carencia prevista en el numeral 23 del artículo 42 

y numeral 1 del artículo 182 de la Ley Orgánica 

de la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, la 

Sala también aprecia lo expuesto por el 

accionante referido a que la conducta omisiva 

denunciada, causa de manera continuada, un 

deterioro progresivo a su estado de salud. 
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Del análisis de la situación planteada se deduce 

que, en este caso, el ejercicio de la acción por 

abstención o carencia, puede conllevar a 

empeorar la condición del solicitante y, 

eventualmente, devenir irreparable la lesión 

constitucional que se alega infringida, debido al 

progresivo y acelerado agravamiento de su 

estado de salud. 

  En virtud de lo anterior, la Sala juzga que 

se encuentran dadas las circunstancias de hecho 

y de derecho que justifican la tramitación de la 

acción de amparo interpuesta sin que haya sido 

agotada la vía judicial ordinaria, y así se declara. 

Por todo lo expuesto, esta Sala juzga que la 

acción interpuesta cumple con los requisitos 

establecidos en el artículo 18 de la Ley Orgánica 

de Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales y no se subsume en ninguna de 

las causales de inadmisibilidad previstas en el 

artículo 6 eiusdem, lo cual, hace que resulte 

admisible. Así se decide.” (Ramirez & Garay. 

Jurisprudencia Venezolana. Tomo CLXXXVI. 

Caracas. Marzo  de 2.002. Págs. 239  y 240). 

 

 En tal sentido el autor Rafael J. Chavero Gazdik,1 (2.001), señala 

que, la posición jurisprudencial y la doctrina patria reaccionaron relativizando 

el carácter subsidiario o residual del amparo constitucional y convirtiéndolo 

más bien en extraordinario. El fallo judicial que da paso a esta nueva 

configuración tuvo bastante relevancia en el foro y sus principios se colaron 
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notablemente en la Ley Orgánica de Amparo. Se trata de la decisión de 

fecha 06 de Agosto de 1.986, dictada por la Sala Político-Administrativa de la 

Corte Suprema de Justicia y recaída en el caso Registro Automotor 

Permanente, en donde se dispuso lo siguiente:   

 
“Ha debido verificar el juez del amparo si 

no existía par el restablecimiento de la situación 

jurídica infringida lesionada otro medio procesal 

ordinario de impugnación (administrativo o 

jurisdiccional), o si aun existiendo ese medio, 

éste resultaba inoperante por causar el acto 

hechos cuestionados gravamen inmediato o 

irreparable a través de las vías ordinarias de 

protección previstas”.1  

 

 

Con el fallo anteriormente transcrito, la jurisprudencia trataba de 

mostrar que no podía rechazarse una Acción de Amparo Constitucional por 

el simple hecho de que existieran otros mecanismos judiciales disponibles 

para el actor, sino que era necesario revisar si estos podían atender de 

manera inmediata la pretensión del accionante. Se centra el asunto, 

entonces en el elemento de la inmediatez. 

 

                                                           
1
  Chavero Gazdik, Rafael, “El Nuevo Regimen del Amparo Constitucional en Venezuela”, Op. Cit., pp. 195. 
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La justificación radica entonces, en que nuestro ordenamiento jurídico 

establece distintos mecanismos para la impugnación de todas las 

pretensiones que pudieran existir, a través de los recursos ordinarios y 

extraordinarios establecidos en las leyes, sin embargo, es el caso que en 

circunstancias especiales se requiere un restablecimiento inmediato de la 

situación jurídica infringida, lo que exige abonar las vías ordinarias para, de 

esta forma, evitar que se produzca un daño irreparable. 

 

Cuando esta situación jurídica se refiere a violaciones de derechos o 

garantías constitucionales de índole laboral  procede el amparo, esto es lo 

que se conoce como su carácter extraordinario. La diferencia en el cambio 

de concepción entre el carácter subsidiario y el extraordinario de la acción de 

amparo constitucional se puede ver mas claramente en la decisión dictada 

por la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema de Justicia, de fecha 

08 de marzo de 1.990, en el caso: Luz Magaly Serna, donde se precisó lo 

siguiente: 

  “El carácter subsidiario de la acción de amparo 

ha sido interpretado razonablemente en 

reiteradas ocasiones por la propia jurisprudencia 

de este Alto Tribunal. En tal sentido, ha precisado 

la Sala que el amparo procede, aún en los casos 

que existiendo vías ordinarias para restablecer la 
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situación jurídica infringida y por ello se justifica la 

utilización de este medio sobre cualquier otro”.2 

 
 

La doctrina ha identificado algunos elementos que se toman como 

indispensables para adentrarse al tema de carácter extraordinario de la 

Acción de Amparo Constitucional, tales como la urgencia de obtener un 

mandato judicial restablecedor de los derechos y garantías constitucionales 

infringidos, la ineficacia o lentitud de las vías judiciales ordinarias y la 

gravedad de la lesión constitucional. 

 

En efecto con relación al último elemento planteado hay que tomar en 

cuenta que, cuando el hecho lesivo transgreda abierta y manifiestamente 

derechos y garantías constitucionales elementales, el análisis del requisito de 

procedencia referido al carácter extraordinario del Amparo Constitucional se 

hace mucho mas relajado, mientras que si la controversia que se presente es 

mucho más debatida o complicada, el análisis de este requisito se hace 

mucho más riguroso. 

 

Es decir, los Amparos Constitucionales en materia laboral tienen su 

origen al igual que todos los demás amparos en una lesión constitucional, lo 

que marca la diferencia es que se utiliza en situaciones específicas o sea la 

                                                           
2
  Obra citada, p. 196. 
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violación o amenaza de violación de derechos de índole laboral. Los 

trabajadores y patronos acuden a esta vía por ser la mas expedita, breve y 

eficaz que se traduce en una gran ayuda al momento de salvaguardar sus 

derechos. 

 

A continuación se hace mención de los derechos laborales 

consagrados en los artículos 86 al 97 de la Carta Fundamental:  

- Derecho a la seguridad social, 

- Derecho y deber de trabajar, 

- Derecho al ambiente de trabajo, 

- Derecho del Trabajo e Igualdad, 

- Protección al Trabajo, 

- Intangibilidad y progresividad de los derechos, 

- Irrenunciabilidad de los derechos, 

- Interpretación más favorable, 

- Nulidad de actos incostitucionales, 

- Prohibición a la discriminación, 

- Prohibición del trabajo de adolescente, 

- Jornada de Trabajo,  

- Derecho al descanso, 

- Derecho al salario, 

- Garantía del salario mínimo vital, 

- Derecho a prestaciones sociales, 

- Estabilidad laboral,  

- Responsabilidad de los patronos y contratistas, 

- Derecho a la sindicalización, 
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- Democracia sindical, 

- Derecho a la negociación colectiva, 

- Derecho a la huelga. 

 

El ex-magistrado Antonio García García,3 (2.005), en relación al 

denominado “Amparo Laboral” dentro del sistema de protección 

constitucional, alude a que esta materia se caracteriza en cuanto a su 

aspecto sustantivo, en un primer segmento, en lo atinente a los hechos 

ocurridos en el ámbito laboral cuando la lesión se produzca dentro de una 

relación de esta naturaleza indistintamente de cuál sea el derecho 

constitucional violentado, lo cual determina la competencia de los Tribunales 

del Trabajo y en un segundo segmento referido a cuál procedimiento se 

aplica con ocasión del mismo. A su vez  se debe atender a los siguientes 

criterios: el primero: Subjetivo: siempre que el accionante sea un trabajador 

y el accionado un patrono; y el   segundo: Material: Cada vez que el derecho 

transgredido trastoque los derechos en materia de trabajo, ya citados ut 

supra previsto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

 

En lo atinente a la naturaleza jurídica del Amparo Laboral, no está 

sometido a supuestos específicos  de  procedencia, su  ámbito  de  actuación  

 

__________________________ 
 
3 García García, A, y otros, “Derecho Procesal del Trabajo”,  Op., pp 456 y ss. 
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está destinado en líneas generales, cualquiera de los derechos 

constitucionales que estén relacionados con la materia del trabajo. El criterio 

de afinidad consiste en atribuir la competencia de los amparos 

constitucionales a los tribunales que se encuentren más familiarizados por su 

competencia ordinaria con los derechos y garantías constitucionales que 

sean denunciados.  

 

La implantación de este criterio no en pocas oportunidades ha 

demostrado ser de tan sencilla solución, a lo que se agrega, sin duda alguna, 

la problemática que se genera cuando se invoca como lesionados los 

denominados por la jurisprudencia derechos constitucionales neutros, siendo 

aquí donde el criterio material ha servido de ayuda para el juez 

constitucional. En este caso la competencia no necesariamente va a 

depender de las normas que se deban aplicar, sino de la esencia de la 

controversia, lo que la determina. 

 

Cabe recordar que la Sala Civil, en diuturna y pacífica jurisprudencia, 

ha señalado que, “ la Ley Orgánica del Trabajo, al hablar del trabajo como  

hecho social, establece una nueva concepción acerca del trabajo humano, 

haciéndola trascender de una incidencia individual a una dimensión social, y 

al establecer una nueva forma en las relaciones laborales quedan 

comprendidas dentro de su regulación todos los hechos, consecuencias, o 
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actos jurídicos que se produzcan con ocasión del trabajo (cfr. Pierre Tapia, 

Oscar: Jurisprudencia de la C.S.J., Año 1.996, T. 12, p. 238).  

 

La Acción de Amparo Constitucional también está reglada bajo las 

normas de competencia que atienden a la materia y al territorio, es así que 

deben ser característicos en los hechos que invoque el accionante en 

amparo  que los mismos estén originados por conductas en la relación 

empleador – trabajador y consecuentemente, orbitan  dentro de las 

relaciones jurídicas del trabajo como hecho social, siendo ello lo que en 

definitiva  determine su fuero atrayente en la jurisdicción  en materia laboral. 

 

A pesar de que los derechos y principios constitucionales que se 

señalen como violados son de enorme trascendencia para determinar la 

competencia de los Tribunales del Trabajo para conocer del amparo laboral, 

lo que hay que destacar es la existencia de la relación laboral en las partes 

involucradas, pues no basta un derecho en específico como transgredido, 

sino que además ese derecho debe verse vulnerado dentro del contexto de 

una relación de trabajo. 

 

En tal sentido se transcribe a continuación la sentencia de fecha 8 de 

Julio de 2.002, emanada de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 

Justicia, donde estableció lo siguiente: 
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(…) El Juzgado Décimo de Primera Instancia en 

lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la 

Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 

de Caracas, mediante decisión del 15 de agosto 

de 2001, se declaró incompetente para conocer 

de la acción de amparo interpuesta por el 

abogado …,  apoderado judicial del ciudadano 

…, por considerar que las violaciones invocadas 

por el accionante se subsumían a la actividad 

laboral y, además, -indicó- la garantía 

constitucional señalada como conculcada o 

amenazada de violación, era la prevista en el 

artículo 87 de la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela; en consecuencia, 

dicho tribunal, declinó la competencia para el 

conocimiento de la acción de amparo, en el 

Tribunal de Primera Instancia del Trabajo y 

Estabilidad Laboral de la misma Circunscripción 

Judicial, que le corresponda por distribución. 

Por su parte, el Juzgado Tercero de Primera 

Instancia del Trabajo, señaló en su decisión del 

1º de octubre de 2001, que de un análisis de los 

hechos descritos por el accionante en su libelo, 

se desprendía que éste sustentaba la condición 

de arrendatario de la oficina Nº…, ubicada en …, 

conjuntamente con los ciudadanos …, y que no 

podía ejercer su profesión de odontólogo porque 

la arrendadora se había tomado la justicia por 

sus propias manos al no permitirle a  él,  la  

entrada al consultorio, ni a los pacientes ni a los 

proveedores, lo cual, -consideró el accionante- 
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violatorio de su derecho al trabajo, “entre otras 

garantías”.  

Así, del análisis de tales alegatos, dicho Juzgado 

concluyó que el quejoso al manifestar de manera 

clara que era arrendatario de tal oficina, resultaba 

evidente que existía una relación arrendaticia y 

no de subordinación o dependencia entre el …  e  

Inversiones …;; por lo cual, señaló, que resultaba 

incompetente para conocer de la acción de 

amparo constitucional, “siendo competente a 

juicio de este Tribunal, un Juzgado con 

competencia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de 

esta Circunscripción Judicial”.   

Expuestos como han quedado los términos en 

que cada uno de los órganos jurisdiccionales se 

declaró incompetente, debe esta Sala 

pronunciarse, previamente, acerca de su 

competencia para conocer y decidir el conflicto 

negativo de competencia planteado por el 

Juzgado Tercero de Primera Instancia del 

Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área 

Metropolitana de Caracas, en su sentencia del 1º 

de octubre de 2001, en virtud de la declinatoria 

de competencia efectuada a su vez, por el 

Juzgado Décimo de Primera Instancia en lo Civil, 

Mercantil y del Tránsito de la misma 

Circunscripción Judicial.  A tal efecto, se observa: 

El artículo 12 de la Ley Orgánica de Amparo 

sobre Derechos y Garantías Constitucionales 

establece que, aquellos conflictos de 

competencia suscitados en materia de amparo 
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entre Tribunales de Primera Instancia, serán 

decididos por el Juzgado Superior respectivo de 

forma breve y sin incidencias procesales. 

Asimismo, se desprende del artículo 71 del 

Código de Procedimiento Civil, que regula el 

régimen general sobre conflicto de competencia, 

que el juez que se haya pronunciado sobre la 

competencia, “(...) remitirá inmediatamente copia 

de la solicitud a la Corte Suprema de Justicia si 

no hubiere un tribunal superior común a ambos 

jueces en la circunscripción”. 

Determinado lo anterior, y a los fines de 

dilucidar el conflicto negativo de competencias 

planteado, observa esta Sala, que ciertamente tal 

como lo expuso el Juzgado Tercero de Primera 

Instancia del Trabajo, se evidencia de los 

alegatos expuestos  por  el  accionante  en  

amparo, que entre éste (quejoso)  e Inversiones 

…, existía una relación arrendaticia, lo cual 

evidentemente demuestra la ausencia de una 

relación laboral con dicha compañía, calificada 

como agraviante, situación que en definitiva es la 

que determina la competencia de los Juzgados 

de Primera Instancia del Trabajo, pues, de 

negarse tal supuesto, se incurriría en el absurdo 

de considerar que, todas las controversias que se 

generen con ocasión a las manifestaciones 

creadoras del hombre, deban plantearse 

necesariamente ante los Juzgados laborales, en 

virtud de que en esencia todos tienen derecho al 

trabajo. 
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Así pues, visto que en materia de amparo 

constitucional lo que determina la afinidad entre 

la naturaleza del derecho al trabajo invocado y la 

competencia  de los Juzgados Laborales, es la 

existencia de la relación laboral -con sus tres 

elementos: subordinación, prestación personal y 

salario- entre el ente agraviante y el accionante 

en amparo, concluye esta Sala que al no existir 

en el supuesto de autos una relación de 

dependencia entre el ciudadano …  e  

Inversiones …, señalada como agraviante, el 

criterio de afinidad debe establecerse en función 

del carácter civil que subyace en la relación 

jurídica que se desprende de autos, razón por la 

cual, la competencia para conocer de la presente 

acción de amparo le corresponde al Juzgado 

Décimo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil 

y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del 

Área Metropolitana de Caracas.  Así se 

declara.(Ramirez & Garay. Jurisprudencia 

Venezolana. Tomo CXCI. Caracas. Julio de 

2.002. Págs. 116  y 117).Subrayado posterior. 

 

Al interponer una Acción de Amparo Constitucional en materia laboral, 

los trabajadores y empresarios están haciendo uso de un mecanismo jurídico 

que es producto de una lenta evolución, pero que al fin y al cabo tiene por 

objeto la protección a sus derechos legítimamente plasmados en la Carta 

Magna y que son producto de arduas luchas, no de ahora, sino de tiempos 
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inmemoriales, razón por la cual el Estado venezolano está en la obligación 

de proporcionarles mecanismos de protección.  

 

Del análisis del artículo 27 de la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela se obtiene que, el amparo es un mecanismo 

destinado exclusivamente a proteger el goce y ejercicio de los derechos 

constitucionales. Así fue desarrollado en la Ley Orgánica de Amparo sobre 

Derechos y Garantías Constitucionales y así lo ha entendido la Sala 

Constitucional en sentencia de fecha 31 de Mayo de 2.000, caso: Inversiones 

Kingtaurus, C.A., donde claramente quedó sentado que:  

 

“ … a los fines de la procedencia de la acción de 

amparo es menester la confrontación directa del 

hecho, acto u omisión presuntamente lesivos, 

con la norma constitucional que se denuncia 

como conculcada … (Omissis) Lo que plantea en 

definitiva es que la institución del amparo esté 

reservada para restablecer situaciones que 

provenga de violaciones de derechos y garantías 

fundamentales, pero de ninguna forma de las 

regulaciones legales que se establezcan, aún 

cuando las mismas se  fundamenten en tales 

derechos y garantías”. .( Sentencia No. 492 del 

Tribunal Supremo de Justicia. Sala 

Constitucional. Magistrado-Ponente José M. 
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Delgado Ocando. Exp.- 00-0439, Año 

2.002).Subrayado posterior. 

 

 

De acuerdo al texto citado, cuando un patrono, coalición de 

trabajadores o el sindicato conjuntamente con la masa de trabajadores, 

desafían abiertamente el sistema jurídico, violentan los derechos 

fundamentales comprendidos dentro del ámbito de la materia laboral, dado el 

caso en concreto a tono con la perspectiva de los hechos que dimanan de 

las partes involucradas, está incurriendo en una situación fáctica que origina 

y amerita la inmediata intervención del Estado Venezolano como garante de 

todo el sistema legal de este país. Para que se cumpla tal premisa debe 

proporcionar a la parte afectada un mecanismo de acción inmediata para 

solventar tal situación que viene hacer el amparo constitucional en materia 

laboral. 
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CAPITULO II 

 

EL PROCEDIMIENTO PARA LA TRAMITACIÓN DE LA ACCION DE 

AMPARO CONSTITUCIONAL EN MATERIA LABORAL 

 

         El nuevo procedimiento que se aplica en  Venezuela en la tramitación 

de la Acción de Amparo Constitucional, es único en nuestro sistema jurídico 

a pesar de las distintas materias en donde se interpongan, sin duda ello ha 

contribuido a la mejora sustancial de la tutela judicial efectiva al momento de 

acudir a los órganos jurisdiccionales para defender los derechos y garantías 

constitucionales.  

      

          Resulta  oportuno  en  este  momento, hacer  énfasis  en  el desarrollo 

jurisprudencial del Amparo Constitucional que constantemente es actualizado 

con relación a las situaciones fácticas que se presentan y con ello se 

contribuye a la evolución de esta materia muy particular que, por mandato o 

exigencia del derecho debe adecuarse al momento histórico en que transita 

la sociedad para no ir en contra de la intención del legislador, el cual no es 

otro que defender a los administrados.  

 

 La Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales estableció en su Título IV, Artículo 13 y siguientes el 
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procedimiento destinado a regular las etapas del proceso de Amparo 

Constitucional, sin embargo y como es sabido en la nueva Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela del año 1.999, se establecieron una 

serie de principios que ineludiblemente requerían de aplicación inmediata a 

la Ley Orgánica de Amparo. 

 

 El 1º de febrero del año 2.000 en el caso, José Amado Mejías, la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia procedió a modificar la Ley 

Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales con 

relación al procedimiento bajo los siguientes términos: 

“(…) Con relación a los amparos que no se 

interpongan contra sentencias, tal como lo 

expresan los artículos 16 y 18 de la Ley Orgánica 

de Amparo Sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales, el proceso se iniciará por 

escrito o en forma oral ante conforme a lo 

señalado en dichos artículos; pero el accionante 

además de los elementos prescritos en el citado 

artículo 18 deberá también señalar en su 

solicitud, oral o escrita, las pruebas que desea 

promover, siendo esta una carga cuya omisión 

produce la preclusión de la oportunidad, no solo 

de la oferta de las pruebas omitidas, sino de la 

producción de todos los instrumentos escritos, 

audiovisuales o gráficos, con que cuenta para el 

momento de incoar la acción y que no 

promoviere y presentare con su escrito de 
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interposición oral; prefiriéndose entre los 

instrumentos a producir los auténticos. El 

principio de libertad de medios regirá estos 

procedimientos, valorándose las pruebas por la 

sana crítica, excepto la prueba instrumental que 

tendrá los valores establecidos en los artículos 

1.359 y 1.360 del Código Civil para los 

documentos públicos y en el artículo 1363 del 

mismo Código para los documentos privados 

auténticos y otros que merezcan autenticidad, 

entre ellos los documentos públicos 

administrativos. 

Los tribunales o la Sala Constitucional que 

conozcan de la solicitud de amparo, por 

aplicación de los artículos de la Ley Orgánica de 

Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales, admitirán o no el amparo, 

ordenarán que se amplíen los hechos y las 

pruebas, o se corrijan los defectos u omisiones 

de la solicitud, para lo cual se señalará un lapso, 

también preclusivo. Todo ello conforme a los 

artículos 17 y 19 de la Ley Orgánica de Amparo 

sobre Derechos y Garantías Constitucionales. 

Admitida la acción, se ordenará la citación del 

presunto agraviante y la notificación del Ministerio 

Público, para que concurran al Tribunal a conocer 

el día en que tendrá lugar la audiencia oral, tanto 

en su fijación como para su práctica, dentro de 

las noventa y seis (96) horas a partir de la última 

notificación efectuada. Par dar cumplimiento a la 

brevedad y falta de formalidad, la notificación 
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podrá ser practicada mediante boleta, o 

comunicación telefónica, fax, telegrama, correo 

electrónico, o cualquier medio de comunicación 

interpersonal, bien por el órgano jurisdiccional o 

bien por el Alguacil del mismo, indicándose en la 

notificación la fecha de la comparecencia del 

presunto agraviante y dejando el Secretario del 

órgano jurisdiccional, en autos, constancia 

detallada de haberse efectuado la citación o 

notificación y de sus consecuencias. 

En la fecha de la comparecencia que constituirá 

una audiencia oral y pública, las partes, 

oralmente, propondrán sus alegatos y defensas 

ante la Sala Constitucional o el Tribunal que 

conozca de la causa en primera instancia, y esta 

o este decidirá si hay lugar a pruebas, caso en 

que el presunto agraviante podrá ofrecer las que 

considere legales y pertinentes, ya que este es el 

criterio que rige la admisibilidad de las pruebas. 

Los hechos esenciales para  la defensa del 

agraviante, así como los medios ofrecidos por él 

se recogerán en un acta, al igual que las 

circunstancias del proceso. 

La falta de comparecencia del presunto 

agraviante a la audiencia oral aquí señalada 

producirá los efectos previstos en el artículo 23 

de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y 

Garantías Constitucionales. La falta de 

comparecencia del presunto agraviado dará por 

terminado el procedimiento, a menos que el 

Tribunal considere que los hechos alegados 
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afectan el orden público, caso en que podrá 

inquirir sobre los hechos alegados, en un lapso 

breve, ya que conforme al principio general 

contenido en el artículo 11 del Código de 

Procedimiento Civil y el artículo 14 de la Ley 

Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales, en materia de orden público el 

Juez podrá tomar de oficio las providencias que 

creyere necesarias. 

En caso de litis consorcios necesarios activos o 

pasivos, cualquiera de los litis consortes que 

concurran a los actos, representará  al consorcio. 

El órgano jurisdiccional, en la misma audiencia, 

decretará cuáles son las pruebas admisibles y 

necesarias, y ordenará, de ser admisibles, 

también en la misma audiencia, su evacuación, 

que se realizará en ese mismo día, con 

inmediación del órgano en cumplimiento del 

requisito de la oralidad o podrá diferir para el día 

inmediato posterior la evacuación de las pruebas. 

Debido al mandato constitucional de que el 

procedimiento de amparo no estará sujeto a 

formalidades, los trámites como se desarrollarán 

las audiencias y la evacuación de las pruebas, si 

fueren necesarias, las dictará en las audiencias el 

Tribunal  que conozca del amparo, siempre 

manteniendo la igualdad entre las partes y el 

derecho de defensa. Todas las actuaciones serán 

públicas, a menos que por protección a derechos 

civiles de rango constitucional, como  el 

comprendido en el artículo 60 de la Constitución 
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de la República Bolivariana de Venezuela, se 

decida que los actos orales sean a puertas 

cerradas, pero siempre con inmediación del 

tribunal. 

Una vez concluido el debate oral o las pruebas, 

el Juez o Tribunal en el mismo día estudiará 

individualmente el expediente o deliberará (en los 

casos de los Tribunales colegiados) y podrá: 

a) Decidir inmediatamente; en cuyo caso 

expondrá de forma oral los términos del 

dispositivo del fallo; el cual deberá ser publicado 

íntegramente dentro de los cinco (05) días 

siguientes a la audiencia en la cual se dictó la 

decisión correspondiente. El fallo lo comunicará 

el Juez o el Presidente del Tribunal colegiado, 

pero la sentencia escrita la redactará el ponente 

o quien el Presidente del Tribunal Colegiado 

decida. 

El dispositivo del fallo sustituirá los efectos 

previstos en el artículo 29 de la Ley Orgánica de 

Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales, mientras que la sentencia se 

adaptará a lo previsto en el artículo 32 ejusdem. 

b) Diferir por un lapso que en ningún momento 

será mayor de cuarenta y ocho (48) horas, por 

estimar que es necesaria la presentación o 

evacuación de alguna prueba que sea 

fundamental para decidir el caso, o a petición de 

alguna de las partes o del Ministerio Público. 

Contra le decisión dictada en primera instancia, 

podrá apelarse dentro de los tres (03) días 
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siguientes a la publicación del fallo, la cual se oirá 

en un sólo efecto a menos que se trate del fallo 

dictado en un proceso que, por excepción, tenga 

una sola instancia. De no apelarse, pero ser el 

fallo susceptible de consulta, deberá seguirse el 

procedimiento seguido en el artículo 35 de la Ley 

Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales, esto es, que la sentencia será 

consultada con el Tribunal Superior respectivo, al 

cual se le remitirá inmediatamente el expediente, 

dejando copia de la decisión para la ejecución 

inmediata. Este Tribunal decidirá en un lapso no 

mayor de treinta (30) días. La falta de decisión 

equivaldrá a una denegación de justicia, a menos 

que por volumen de consultas a decidir se haga 

necesario prorrogar las decisiones conforme al 

orden de entrada de las consultas al Tribunal de 

la segunda instancia. 

Cuando se trate de causas que cursen ante 

Tribunales cuyas decisiones serán conocidas por 

otros Jueces o por esta Sala, por la vía de 

apelación o consulta, en cuanto a las pruebas 

que se evacuen en las audiencias orales, se 

grabará o registrarán las actuaciones, las cuales 

se verterán en actas que permitan al Juez de la 

Alzada conocer el devenir probatorio. Además, 

en la audiencia ante el Tribunal que conozca en 

primera instancia en que se evacuen estas 

pruebas de lo actuado, se levantará un acta que 

firmarán los intervinientes. El artículo 189 del 

Código de Procedimiento Civil regirá la 
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confección de las actas, a menos que las partes 

soliciten que los soportes de las actas se envíen 

al Tribunal Superior. Los Jueces Constitucionales 

siempre podrán interrogar a las partes y a los 

comparecientes”.Sentencia No. 07 del Tribunal 

Supremo de Justicia. Sala Constitucional. 

Magistrado-Ponente Jesús E. Cabrera. Exp.- 

00.0010, Año 2.000). 

 

 
La Acción de Amparo Constitucional se inicia a través de solicitud 

escrita u oral pudiendo ser presentada en cualquier momento, sin necesidad 

de que el Tribunal competente esté en horas de despacho ya que para la 

interposición de la acción de amparo todos los días serán hábiles a 

excepción de los días sábado, domingo y feriado, ello de conformidad con lo 

establecido en el artículo 13 de la Ley Orgánica de Amparo y la 

Jurisprudencia vinculante. 

. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 de la Ley Orgánica 

Procesal del Trabajo, los Tribunales del Trabajo son competentes para 

sustanciar y decidir: 

1. Los asuntos contenciosos del trabajo, que no 

correspondan a la conciliación ni al arbitraje; 

2. Las solicitudes de calificación de despido o de 

reenganche, formuladas con base en la estabilidad  
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laboral consagradas en la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela; 

3. Las solicitudes de amparo por violación o amenaza de 

violación de los derechos y garantías constitucionales 

establecidos en la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela; 

4. Los asuntos de carácter contencioso que se susciten con 

ocasión de las relaciones laborales como hecho social de 

las estipulaciones del contrato de trabajo y de la 

seguridad social, y 

5. Los asuntos contenciosos del trabajo relacionado con los 

intereses colectivos o difusos. 

Por su parte el artículo 193 de la citada Ley, contempla lo que a 

continuación se transcribe: 

“Son competentes para conocer de la acción de 

amparo laboral, sobre derechos y garantías constitucionales, 

los Tribunales del Trabajo previstos en esta Ley, aplicándose 

el procedimiento establecido al efecto”. 

 

A su vez el artículo 1° de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo toma 

en cuenta  los derechos de los trabajadores, bien sean estos amparados por 

las leyes y por la Constitución vigente desde 1.999. Al analizar la 

competencia, es de vital importancia distinguir la atribución legítima de un 
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Juez u otra autoridad para el conocimiento o resolución de un asunto. El 

Maestro uruguayo, Couture, define la competencia como medida de 

jurisdicción asignada a un órgano del Poder Judicial, a efectos de la 

determinación genérica de los asuntos en lo que es llamado a conocer por 

razón de la materia, de la cuantía y del lugar. 

 
 

En ese aspecto siguiendo las disposiciones relativas a la competencia 

desde el punto de vista del Código de Procedimiento Civil que sobre la 

misma trae la Ley Orgánica Procesal del Trabajo se pude definir la 

competencia legalmente como  la medida de la jurisdicción que ejerce en 

concreto el Juez en razón de la materia, del valor de la demanda y del 

territorio. El artículo en comento señala la competencia del Juez del Trabajo 

para sustanciar y decidir una demanda con una pretensión de carácter 

laboral. 

 

El artículo 30 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo dispone lo 

siguiente: 

 “Las demandas o solicitudes se propondrán por ante el  

Tribunal de Sustanciación, Mediación y Ejecución del 

Trabajo competente por territorio que corresponda. Se 

consideran competentes, los Tribunales del lugar donde 

se prestó el servicio o donde se puso fin a la relación 

laboral o donde se celebró el contrato de trabajo o en el 
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domicilio del demandado, a elección del demandante. 

En ningún caso podrá establecerse o convenirse un 

domicilio que excluya a los señalados anteriormente.” 

 

Se desprende de la disposición en comento que las demandas o 

solicitudes deben proponerse por ante el Tribunal de Sustanciación, 

Mediación y Ejecución del Trabajo, por supuesto que sea competente por el 

territorio, lo cual quiere decir, que una vez indicado el lugar, la competencia 

del Juez iniciada la causa, queda insensible a cualquier cambio sobrevenido 

de las circunstancias que le habían determinado. 

 

Atendiendo los principios de informalidad y celeridad del proceso, la 

Ley Orgánica de Amparo permite que la solicitud de amparo sea presentada 

en forma escrita, oral o por vía telegráfica, y esta solicitud deberá cumplir con 

los requisitos establecidos en el artículo 18 eiusdem; se reafirma una vez 

más el carácter proteccionista que reviste la acción de amparo constitucional 

en materia laboral. 

 

El artículo 16 del citado instrumento legal, hace expresa referencia a la 

posibilidad de presentar la Acción de Amparo Constitucional por vía 

telegráfica, exigiéndose únicamente que exista una urgencia comprobada y 

que la misma sea ratificada personalmente o mediante apoderado dentro de 
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los tres (03) días siguientes. Igualmente se puede presentar el amparo por 

vía de fax, correo electrónico o cualquier otro medio de comunicación cuando 

la urgencia del caso no permita el traslado del presunto agraviado a la sede 

del Tribunal del Trabajo. 

 

En estos casos la solicitud deberá ser ratificada dentro de los tres (03) 

días siguientes a que se refiere la norma in comento. Es de vital importancia 

hacer notar que la Ley no establece a partir de que momento debe comenzar 

a computarse los tres (03) días para la ratificación de la solicitud, es decir, no 

esta muy claro si es a partir del envío del telegrama, fax o correo electrónico 

o a partir de la fecha en que éste sea recibido por el Tribunal en los casos 

que ello no suceda el mismo día. Duque Corredor señala que, la ratificación 

debe efectuarse dentro de los tres (03) días siguientes a la fecha de envío 

por el solicitante.  

 

Alude el citado jurista que la no ratificación de la solicitud de amparo 

constitucional presentada vía telegrama, fax o correo electrónico, implicaría 

un abandono del trámite, lo que pudiera dar lugar a la sanción de multa de 

dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) Bolívares, prevista en el artículo 25 de la 

Ley Orgánica de Amparo. 
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Por otra parte Gustavo Linares Benzo,4  señala sobre la 

imposibilidad de que un Juez incluso la Sala Constitucional, inicie una Acción 

de Amparo Constitucional de oficio, pues ello implicaría un desequilibrio en el 

principio de separación de poderes, abriéndose las puertas “para que los 

Tribunales intervinieran en casi cualquier asunto público o privado, mediante 

el amplísimo expediente de una supuesta violación a un derecho 

constitucional”. 

 

Pareciera lógico que cada vez que se está en presencia de un 

accionante trabajador o sindicato y el accionado un patrono o a la inversa, en 

lo relativo a la acción de amparo interpuesta su competencia  le  corresponde 

_____________________ 

4 Linares Benzo, Gustavo J., “El proceso de amparo en Venezuela”, Op Cit., pp. 68 y ss.. 

 a los Tribunales del Trabajo, ello no siempre es así, pues no toda diatriba 

constitucional entre trabajador y el patrono termina siendo conocida  por la 

jurisdicción laboral. 

 

En efecto, desde la sentencia No. 1318 del 02 de agosto del 2001 de 

la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, la cual es reiterada 

pacíficamente en las sentencias  No. 2.862 del 20 de noviembre de 2.002, 

caso: “Ricardo Baroni Uzcategátegui”, No. 1.286 del 09 de julio de 2.004, 

caso: “David Reyes y otros”, de la Sala Plena No. 9 del 5 de abril de 2.005, 
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caso “Universidad Nacional Abierta”, y sentencia de la Sala Constitucional 

No. 2691, Exp. No. 05-0728 de fecha 12 de Agosto de 2.005; la jurisdicción 

Contenciosa Administrativa es competente para conocer de las acciones de 

amparo con ocasión al incumplimiento del patrono del acto administrativo 

dictado por las Inspectorías del Trabajo, y no los Tribunales del Trabajo como 

se venía interpretando de los artículos 5 y 655 de la Ley Orgánica del 

Trabajo, lo que excluye también de la jurisdicción laboral las solicitudes de 

reenganche de los trabajadores que gozan de fuero sindical, ya que el 

artículo 453 de la Ley Orgánica del Trabajo no fue derogado por la Ley 

Procesal del Trabajo.  

 

La Sala deja sentado como criterio con carácter vinculante para las 

otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia y demás tribunales de la 

República, que las acciones autónomas de amparo constitucional que se 

intenten contra las omisiones de los particulares de acatar las órdenes 

dictadas por la Administración del Trabajo – incluso las contenidas en actos 

dictados por el Ministro del Trabajo -, serán conocidas por los Jugados 

Superiores en lo Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial 

correspondiente al lugar donde se produjo la supuesta lesión al derecho 

constitucional, y en segunda instancia, por las Cortes de lo Contencioso 

Administrativo, ello en aras de la tutela judicial efectiva. A falta de los 

primeros en la localidad en donde se hubiere producido el hecho lesivo, 
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conocerán , conforme a lo pautado en el artículo 9 de la Ley Orgánica de 

Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, los tribunales de 

Primera Instancia en lo Civil si lo hubiere o, a falta de aquél, el de Municipio 

de la localidad (Vid. Sentencia de la referida Sala del 08 de diciembre de 

2.000, caso: ‘ Yolesna Chanchamire Bastardo´)5. Lo importante de lo antes 

destacado es que no toda controversia constitucional entre trabajador y 

patrono tiene que ser conocida, necesariamente, por los Tribunales del 

Trabajo, lo que excluye por fuerza propia este paradigma. 

  

El ordinal 1º del artículo 18 de la Ley Orgánica de Amparo exige, que 

el accionante o agraviado se identifique. Ello implicará señalar los nombres,  

_____________________ 

5 Ramírez & Garay, Tomo CCXXV “Jurisprudencia”,  Ramirez & Garay, S.A., Caracas, Agosto, 2005 p. 410. 

cédulas  o  pasaportes,  si  se  trata  de  personas  naturales,  o  los  datos de  

constitución correspondientes si se trata de personas jurídicas. En el caso de 

que el accionante sea el Defensor del Pueblo, el Fiscal del Ministerio Público 

o un Procurador de Menores, del Trabajo o Agrario, deberá acreditar tal 

investidura. 

 

Es de vital importancia recordar que la Acción de Amparo se puede 

interponer sin necesidad de abogado, o sea por el propio interesado, pero en 
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caso de que así sea, posteriormente deberá hacerse de asistir por un  

abogado.  

 

Si se invoca en la pretensión de la Acción de Amparo Constitucional 

como fundamento la prohibición del trabajo de los adolescentes: este 

principio no determina la competencia de los Tribunales del Trabajo sino la 

de los Tribunales de Protección del Niño y del Adolescente conforme a lo 

dispuesto en el artículo 115 de la Ley Orgánica de Protección del Niño y del 

Adolescente. 

 

En el caso  de que sea interpuesta por un representante del presunto 

agraviado se deberá indicar con toda precisión  los datos concernientes al 

poder conferido, de lo contrario, tal y como lo ha demostrado la 

jurisprudencia, será negada la validez de las actuaciones dentro de un 

proceso de amparo constitucional cuando no conste en autos el documento 

poder que acredite la representación del apoderado. Tal como lo estableció 

la decisión de la Sala de Casación Civil de fecha 23 de septiembre de 1.998: 

“... la Sala observa que no consta en el expediente la 

representación judicial del abogado que presentó la solicitud 

de amparo constitucional, pues éste no cumplió su carga 

procesal de consignar el instrumento poder que lo acredite 

como apoderado en el proceso. Por esa razón, la sala estima 

como no presentada la solicitud de amparo constitucional y 
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nulas todas las actuaciones posteriores, motivo por el cual 

no tiene materia que decidir en el presente caso.” 

 

El ordinal 2º del artículo 18 de la Ley Orgánica de Amparo exige 

también que el accionante indique su domicilio y el del agraviante y el ordinal 

3º del mismo artículo requiere que exista “suficiente señalamiento e 

identificación del agraviante, si fuere posible, e indicación de la circunstancia 

de localización”. Se debe señalar la ubicación exacta de la empresa, y el 

cargo que desempeña el trabajador en la misma. Esto a efecto de que 

puedan practicarse oportunamente las notificaciones correspondientes. 

 

Como es lógico se deberá indicar con toda precisión cuales son las 

disposiciones constitucionales que el accionante entiende como lesionadas 

por el acto, hecho u omisión. No es necesaria la transcripción de la norma. 

  

Ello debido a que, entre otras cosas, es necesario para que el 

mandamiento de Amparo Constitucional ordene de la forma adecuada la 

reparación y restablecimiento de la situación laboral jurídica infringida.  

 

 De conformidad con la ya citada sentencia de la Sala Constitucional 

del 1º de febrero de 2.000, se impone la carga preclusiva para el actor de 

presentar o promover las pruebas que considere pertinentes e idóneas para 
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la decisión de la controversia. En efecto el mencionado fallo establece: “el 

accionante además de los elementos prescritos en el citado artículo 18 

deberá también señalar en su solicitud, oral o escrita, las pruebas que desea 

promover, siendo esta una carga cuya omisión produce la preclusión de la 

oportunidad, no solo de la oferta de las pruebas omitidas, sino de la 

producción de todos los instrumentos escritos, audiovisuales o gráficos, con 

que cuenta para el momento de incoar la acción y que no promoviere y 

presentare con su escrito o interposición oral; prefiriéndose entre los 

instrumentos a producir los auténticos”; hay que destacar que en el caso de 

que el presunto agraviante alegue nuevos hechos en el acto de la audiencia 

oral y pública, deberá otorgársele nueva  oportunidad probatoria a la parte 

actora a fin de que se le sea resguardado el derecho a rebatir las 

excepciones opuestas  por el accionado, garantizándose  de esta manera el 

debido proceso  y el derecho a la defensa. 

 

 El accionante en su solicitud debe no sólo indicar las pruebas que 

desea hacer valer sino también lo que pretende demostrar con el medio 

probatorio respectivo. Todo ello para demostrar al Juez que la solicitud 

interpuesta no es una acción temeraria sino todo lo contrario, apegada a 

derecho. 
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 El Juez Constitucional debe pronunciarse sobre la admisibilidad de la 

acción de amparo constitucional inmediatamente tal como lo apunta el, ex-

magistrado Duque Corredor, lo que significa que la sentencia referida a la 

admisibilidad debe producirse en el mismo día en que se recibe la solicitud o 

en el día más inmediato posible. De conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 19 de la Ley Orgánica de Amparo el Juez puede constatar a través 

de un despacho saneador que se cumplan los requisitos a que se refiere el 

artículo 18 ejusdem. 

 

 En este caso debe notificar a la parte actora para que corrija el defecto 

u omisión dentro del lapso de cuarenta y ocho (48) horas. Si no lo hiciere, la 

Acción de Amparo será declarada inadmisible. El despacho saneador  

consiste en otorgar una garantía adicional al trabajador para que corrija algún 

error, defecto u omisión, en lugar de desechar de una vez la admisión de la 

acción. 

 

Con relación a las causales de inadmisibilidad establecidas en el 

artículo 6º de la Ley Orgánica de Amparo se establece lo siguiente: 

 

a. Cuando haya cesado la violación o amenaza de algún derecho o 

garantía constitucional, que hubiese podido causarla. 

 



 

 

53

 

Es necesario para que resulte admisible una Acción de Amparo 

Constitucional en materia laboral es necesario que la lesión sea real, 

efectiva, tangible, ineludible, y presente, debido a que los efectos de esta 

acción son restablecedores, de forma que si lo  que se busca es una 

indemnización sobre situaciones pasadas y consolidadas se habrá de utilizar 

otro proceso distinto. 

 

b. Cuando la amenaza contra el derecho o garantía constitucional, no 

sea inmediata, posible y realizable por el imputado. 

 

Los eventos futuros a los que se refiere la norma tienen que tener 

conexión cierta y directa con el presente es decir, la acción puede evitar que 

la concreción de hechos lesivos próximos a ejecutarse, los cuales 

indudablemente vulnerarían derechos laborales fundamentales, pero no 

puede ocuparse de acontecimientos futuros remotos. 

 

c. Cuando la violación del derecho o la garantía constitucionales, 

constituya una evidente situación irreparable, no siendo posible el 

restablecimiento de la situación jurídica infringida. 

 

De acuerdo una vez mas con los efectos restablecedores del amparo, 

la Ley exige que la lesión pueda ser corregida o reparada mediante un 
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mandamiento judicial que impida que se concrete la lesión si ésta no ha 

iniciado y si ha comenzado a cumplirse y  es de efecto continuado, la 

suspende y en cuanto a lo ya cumplido, si es posible retrotrae las cosas al 

estado anterior de su comienzo. 

 

d. Cuando la acción u omisión, el acto o la resolución que violen el 

derecho o la garantía constitucionales hayan sido consentidos expresa o 

tácitamente, por el agraviado, a menos que se trate de violaciones que 

infrinjan el orden público o las buenas costumbres. 

 

La Ley exige que la lesión constitucional que se denuncia no haya sido 

consentida por el actor, el cual puede ser expreso o tácito. Igualmente la Ley 

entiende que si han transcurrido los lapsos de caducidad establecidos en 

leyes especiales o, en su defecto, más de seis (06) meses desde la violación 

o amenaza al derecho protegido, se entenderá como consentida la lesión, a 

menos que se trate de violaciones al orden público. 

e. Cuando el agraviado haya optado por recurrir a las vías judiciales 

ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes. 

 

Este ordinal está referido, en principio, a los casos en que el 

accionante acude primero a una vía ordinaria y luego pretende intentar la 

Acción de Amparo Constitucional. Sin embargo, la jurisprudencia ha 
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entendido para tratar de rescatar el principio de carácter extraordinario del 

amparo, que no sólo es inadmisible el amparo cuando se ha acudido primero 

a la vía judicial ordinaria, sino también cuando teniendo abierta la posibilidad 

de acudir a dicha vía no se hace sino que se utiliza el remedio extraordinario. 

 

f. Cuando se trate de decisiones emanadas de la Corte Suprema de 

Justicia, hoy Tribunal Supremo de Justicia.  

 

La Ley Orgánica de Amparo se dictó bajo la vigencia de la  

Constitución de Venezuela de 1.961, esta exclusión respondía a la 

organización judicial imperante bajo esa Carta Magna, donde no existía la 

Sala Constitucional destinada a consolidar los criterios jurisprudenciales. 

 

g. En caso de suspensión de derechos y garantías constitucionales 

conforme al artículo 241 del texto Constitucional, salvo que el acto que se 

impugne no tenga relación con la especificación del decreto de suspensión 

de los mismos. 

 

O sea que ningún decreto de estado de excepción puede, restringir la 

garantía del amparo constitucional, pues es la herramienta indispensable que 

garantiza los derechos constitucionales, así se esté presente en una 

situación especial o estado de excepción.  
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h. Cuando esté pendiente la respectiva decisión en una Acción de 

Amparo ejercida ante un Tribunal en relación con los mismos hechos en que 

se hubiese fundamentado la acción propuesta. 

 

Se refiere especialmente al caso de litispendencia, la cual se 

encuentra regulada en el artículo 61 del Código de Procedimiento Civil. Debe 

tratarse entonces de acciones de amparo interpuestas por la misma parte 

actora, debido a que si se trata de sujetos distintos, pero afectados por el 

mismo hecho lesivo, estaríamos en presencia de un caso de conexión 

genérica, el cual se encuentra regulado en el artículo 10 de la Ley Orgánica 

de Amparo y el cual determina la acumulación de las causas. 

 

I. Otras causales de inadmisibilidad no previstas expresamente en el 

artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo. 

A pesar de que la Ley Orgánica de Amparo, no establece nada al 

respecto la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, ha dejado 

sentado la inadmisibilidad de la acción de amparo cuando esta no se refiere 

a transgresiones de derechos constitucionales, sino a violaciones de normas 

de rango legal.  
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Otra de las causales de inadmisibilidad se verifica cuando el 

accionante no cumple con el despacho saneador a que se refiere el artículo 

19 de la Ley Orgánica de Amparo, es decir, que si el Juez considera que la 

solicitud es oscura o no llena los requisitos del artículo 18 ejusdem y, en 

consecuencia ordena la corrección del defecto u omisión dentro de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su notificación, se declarará 

inadmisible la Acción de Amparo Constitucional. 

 

Si el Juez al momento de admitir la Acción de Amparo Constitucional 

encuentra que la solicitud está inmersa en alguna de las causales de 

inadmisibilidad anteriormente analizadas, declarará de forma motivada tal 

acto, haciendo referencia a cual de las causales consideró aplicable, con la 

explicación necesaria. Caso contrario, o sea, que la acción no se encuentre 

incursa en alguna de las causales de inadmisibilidad, el Juez mediante auto 

declarará la admisibilidad de la acción y ordenará la notificación del resto de 

los sujetos procesales que intervienen en el proceso, estos son: el presunto 

agraviante, el Fiscal del Ministerio Público, el Defensor del Pueblo y los 

Procuradores respectivos. 

 

Una de las principales modificaciones introducidas por la sentencia del 

1º de febrero del 2.000, fue la de eliminar la oportunidad para que el presunto 

agraviante presentara, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a 
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su notificación, la contestación a la solicitud de Amparo Constitucional, o 

como lo denominaba el artículo 23 de la Ley Orgánica de Amparo “informes”. 

 

El auto de admisión deberá indicarle al presunto agraviante y al 

Ministerio Público o Defensoría del Pueblo, que en la audiencia constitucional 

deberán promover y evacuar las  pruebas que consideren imprescindibles 

para la decisión del proceso de amparo. Igualmente deberá señalarle al 

presunto agraviante que su no comparecencia implicará la aceptación de los 

hechos narrados por el actor. 

 

Asimismo en el auto de admisión de la acción de amparo 

constitucional el Juez puede pronunciarse sobre la procedencia de las  

medidas cautelares, en el caso de que hayan sido solicitadas. Si se declara 

procedente alguna medida solicitada ésta deberá ser comunicada  al 

presunto agraviante a los efectos de que tenga conocimiento de la misma 

inmediatamente, no sólo para que cumpla el mandamiento cautelar, sino 

para que pueda defenderse de la misma en la audiencia oral y pública.  

 

El emplazamiento del presunto agraviante, tal como lo establece la 

sentencia de la Sala Constitucional del 1º de febrero del año 2.000 está 

revestido del principio de informalidad, pues la forma como puede llamarse a 

las partes principales, terceros y órganos institucionales que deben intervenir 
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en el proceso de amparo constitucional es mediante boleta o comunicación 

telefónica, fax, telegrama, correo electrónico, o cualquier medio de 

comunicación interpersonal. 

 

La audiencia constitucional se convoca dentro de las noventa y seis 

(96) horas siguientes a la última de las notificaciones practicadas. En el 

momento de que se realice la audiencia el Juez debe pronunciarse sobre la 

admisibilidad de las pruebas promovidas y de ser el caso ordenará su 

evacuación, lo cual ocurrirá ese mismo día o al día siguiente. Una vez 

culminada el Juez deberá dictar el dispositivo del fallo o diferir esa actuación 

por cuarenta y ocho (48) horas, por estimar que es necesaria la presentación 

o evacuación de alguna prueba que sea fundamental para la decisión del 

caso. 

 

En la audiencia el Juez puede hacer uso de sus potestades 

inquisitivas y del carácter de orden público del proceso de amparo para 

formular a las partes las preguntas que considere convenientes o 

aprovecharse la oportunidad para aclarar las dudas que le puedan surgir de 

la lectura del expediente, con miras a obtener la verdad. Además de las 

partes principales en el proceso, los terceros interesados en el juicio y el 

representante del Ministerio Público o de la Defensoría del Pueblo tienen el 

derecho de palabra para participar y exponer sus argumentos en forma oral. 
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En cuanto al régimen probatorio en materia de Amparo Constitucional 

rige el principio de la informalidad, pues al no establecer lapsos procesales 

para promover y evacuar pruebas, queda en manos del Juez Constitucional 

la organización del debate probatorio, en cada caso concreto y atendiendo a 

las circunstancias particulares. 

 

Según lo dispuesto en la sentencia del 1º de febrero del año  2.000, 

una vez celebrada la audiencia oral y pública el Juez tiene las siguientes 

alternativas: 

 

a. Decidir inmediatamente, luego que las partes hayan realizado sus 

exposiciones, en cuyo caso expondrá de forma oral los términos del 

dispositivo del fallo; el cual deberá ser publicado íntegramente dentro de los 

cinco (05) días siguientes a la audiencia en la cual se dictó la decisión 

correspondiente. El dispositivo del fallo surtirá los efectos previstos en el 

artículo 29 de la Ley Orgánica de Amparo, mientras que la sentencia se 

adaptará a lo previsto en el artículo 32 ejusdem. 

 

b. Diferir la audiencia por un lapso que en ningún momento será 

mayor  de cuarenta y ocho (48) horas, por estimar que es necesaria la 

presentación o evacuación de alguna prueba que sea fundamental para 
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decidir el caso, o a petición de alguna de las partes o del Ministerio Público.  

A partir de ese momento, es decir, luego de dictado el dispositivo del fallo, 

comienza a transcurrir un lapso de cinco (05) días, dentro del cual el Juez 

debe publicar el fallo definitivo, con la motivación. 

 

Es a partir del momento de la publicación de la sentencia definitiva, 

cuando comienza a transcurrir el lapso de tres (03) días de que disponen las 

partes para ejercer el recurso de apelación, conforme al artículo 35 de la Ley 

Orgánica de Amparo.  

 

Conforme al procedimiento de segunda instancia, ni la Ley Orgánica 

de Amparo, ni la sentencia de fecha 1º de febrero de 2.000, consagran 

ningún tipo de incidencia, lo único que se establece al respecto es lo 

consagrado en el artículo 35 de la Ley es que el tribunal debe decidir en un 

lapso no mayor de treinta (30) días. 

 

 
 
       

 



CAPITULO III 

 LOS EFECTOS DE LA ACCION DE AMPARO CONSTITUCIONAL EN 

MATERIA LABORAL  

 

 

En el presente capítulo se tratará de determinar el impacto jurídico que 

ha tenido el amparo en la legislación laboral venezolana, o sea las 

consecuencias que ha generado no sólo en la comunidad jurídica sino en la 

colectividad, el papel que juega la justicia en el desarrollo de la sociedad. 

 

El modo tradicional de terminación del proceso de Amparo 

Constitucional es a través de la sentencia aunque existen otros medios de 

autocomposición procesal que pueden concluir un juicio, así como también 

existen otras actuaciones u omisiones de las partes que también pueden 

diferir finiquitar o diferir la contienda judicial. De conformidad con lo 

establecido en el artículo 25 de la Ley Orgánica de Amparo quedan excluidas 

del procedimiento de Amparo Constitucional todas las formas de arreglo 

entre las partes, sin perjuicio de que el agraviado pueda desistir de la acción 

propuesta, salvo que se trate de un derecho de orden público o que afecte de 

una u otra forma las buenas costumbres. 
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Tal como lo prevé el artículo 25 de la Ley Orgánica de Amparo, la 

parte agraviada indistintamente de que sea el trabajador o el patrono puede 

en cualquier estado y grado de la causa del proceso desistir de su acción. En 

el caso de que el Juez considere que el desisitimiento ha sido malicioso o el 

abandono del trámite sea malicioso, podrá imponerle al accionante una multa 

como sanción de Dos mil Bolívares (Bs. 2.000) hasta Cinco mil Bolívares     

(Bs. 5.000). 

 

Es deber del Juez homologar el desistimiento a los efectos de darle 

eficacia jurídica. Esta homologación implica la determinación de si la 

controversia involucra derechos constitucionales de eminente orden público o 

las buenas costumbres. En este último caso, el Juez en vez de homologar el 

desistimiento puede ordenar la continuación del procedimiento hasta la 

sentencia definitiva, aun cuando el actor haya manifestado su voluntad 

expresa de dar por terminado el litigio. En el  caso que nos ocupa, la materia 

laboral, el Juez deberá ser aún más cauteloso al respecto. 

 

Situación distinta sería que el accionante se hubiera limitado a desistir 

del procedimiento de Amparo Constitucional, en cuyo caso es posible volver 

a intentar la acción, ya que la misma queda viva, debido a que con el 

desistimiento del procedimiento se extingue la relación procesal, mas deja 

viva la pretensión del accionante.  
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En el caso del desistimiento del procedimiento de amparo, la 

jurisprudencia ha venido rechazando la consecuencia jurídica prevista en el 

artículo 266 del Código de Procedimiento Civil, el cual prohíbe volver a 

interponer  la demanda antes de que transcurran noventa (90) días. En 

efecto, en sentencia dictada por la Sala Político-Administrativa, en fecha      

25-05-94, se estableció lo siguiente:  

 

“Observa esta Sala que la supletoriedad de una norma 

procesal es tal, en la medida en que la misma sea idónea 

para ser aplicable al caso concreto, por lo cual, mal podría 

ser alegada, cuando se está en presencia de una disposición 

del texto de reenvío (norma supletoria) que no atiende a la 

misma naturaleza de la institución en la que habría de 

aplicarse.  

Efectivamente, el reenvío que hace genéricamente el 

citado artículo 48 de la Ley Orgánica de Amparo Sobre 

Derechos y Garantías Constitucionales, al Código de 

Procedimiento Civil como norma procesal, no puede 

entenderse en sentido absoluto, por lo cual ante las múltiples 

carencias en esta materia, contenidas en la Ley Orgánica de 

Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales, no 

puede por ello ocurrirse automáticamente al Código de 

Procedimiento Civil, sin un previo examen de la 

compatibilidad del texto con la situación normativa y fáctica. 

En efecto, cualquier aplicación supletoria debe estar 

precedida de un detenido análisis de la idoneidad que la 

norma eventualmente aplicable pueda tener con el régimen 

de la Ley especial. De haber seguido tal metodología el 
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Juzgador tenía que analizar el alcance del citado artículo 266 

cuando establece la limitación del demandante que desiste 

del procedimiento, pero no de la acción, para proponerla sólo 

después que hubiesen transcurrido los 90 días de la fecha 

del desistimiento.  

De éste análisis, resulta obvio que el Código de 

Procedimiento Civil alude a la “demanda”, figura contenida 

en el Código de Procedimiento Civil en el Capítulo I, Título I, 

del Libro II de dicho Código, esto es, el que regula “el 

procedimiento ordinario” y que se rige por normas expresas 

que establecen su contenido (artículo 340) en forma 

minuciosa. La Ley Orgánica de Amparo, al regular el 

ejercicio de la acción de amparo, no alude nunca a una 

“demanda”, sino a la “solicitud de amparo” (entre otros, los 

artículos 18, 19, 22, 26 y 27).  

Se aparta así el legislador de amparo, en forma total y 

absoluta del procedimiento ordinario, previendo una suscinta 

solicitud que, en algunos casos puede presentarse 

informalmente, incluso por vía telegráfica, o en forma verbal 

(artículos 16 y 41). Esta naturaleza especial del trámite del 

amparo, implica que, necesariamente, la aplicación 

supletoria del Código de Procedimiento Civil, sobre la forma, 

tiempo y limitaciones de la proposición de la solicitud, no se 

consustancie con la naturaleza del amparo”. 

 

Tal y como se desprende del fallo anterior, la Corte Suprema de 

Justicia rechazó la aplicación supletoria del artículo 266 del Código de 

Procedimiento Civil al proceso de amparo, de allí que el desistimiento del 

procedimiento no imposibilita el ejercicio inmediato de una nueva acción de 
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amparo, a pesar de no haber transcurrido noventa (90) días desde la fecha 

de aquél. 

 

En materia de amparo constitucional no se aplica la perención breve, 

pues es contraria al principio de orden público, porque la única obligación de 

impulso procesal que tiene la parte actora es la de indicar, en su escrito de 

presentación de la acción de Amparo Constitucional, el domicilio de la parte 

presuntamente agraviante, o sea la dirección del patrono o del trabajador, 

cualquiera sea el caso. 

 

Ahora bien la Sala Constitucional esclareció que en determinadas 

circunstancias pudiera aplicarse la perención en el proceso de amparo 

constitucional, en particular, cuando antes de la admisión o la citación del 

presunto agraviante, la causa permanece paralizada por más de un año, por 

causa imputable a las partes. Tal como lo estableció en la sentencia de fecha 

27/07/00, caso: Victor Carida Zavarce, en la cual señaló lo siguiente: 

 

“ Ahora bien, la inactividad procesal de las 

partes durante la fase del proceso en la que 

pueden impulsarlo, produce la perención de la 

instancia o extinción de la misma. El proceso, 

conforme al artículo 14 del Código de 

Procedimiento Civil y a la estructura de dicho 

Código, derecho común en materia procesal, 



  66

funciona de manera automática en cuanto a su 

tramitación, ya que el juez debe impulsarlo de 

oficio, y los actos procesales se encuentran 

preordenados en las leyes, a fin de que se vayan 

cumpliendo pero, a pesar de ello, los procesos 

pueden suspenderse o paralizarse. 

Lo primero ocurre cuando la ley o el 

acuerdo de las partes, hace cesar la actividad 

procesal total o parcialmente por un tiempo 

conocido, por lo que consumado ese término, el 

proceso continúa; la paralización ocurre cuando 

por cualquier causa las partes, en los lapsos y 

actos preestablecidos, no cumplen con sus 

actividades, y el tribunal tampoco cumple con el 

deber de impulsar el proceso, quedando la causa 

sin actividad por un espacio de tiempo que 

conlleva a que la estadía a derecho de las partes 

cese. 

Es en esa etapa anterior a los informes , y 

aun después de éstos, si la inactividad sólo 

imputable a las partes no permite al juez 

sentenciar, que surge la perención de la instancia 

prevista en el artículo 267 del Código de 

Procedimiento Civil, producto del transcurso de 

un año contado desde la última actuación, sin 

haberse ejecutado ningún acto de procedimiento. 

Tal inactividad, además, hace presumir 

que las partes no tienen interés en que se 

administre justicia, por lo que existiría un 

decaimiento de la acción, y ante tal razón, que no 

sólo es atinente al proceso civil, sino al proceso 



  67

en general, y al ataque a la majestad de la 

justicia que significa la inactividad, patentizado 

por la existencia de una petición para que se 

administre justicia que no se hace concreta, por 

lo que el servicio público de justicia se ve 

comprometido con un juicio que ocupa espacio 

en el archivo judicial, pero que no avanza hacia 

su fin natural, el legislador ha ordenado que se 

sancione a las partes que así actúan, con la 

perención de la instancia y su efecto: la extinción 

del proceso. 

Ello es el reconocimiento de que las 

partes han renunciado, al menos respecto a esa 

causa, a la tutela judicial efectiva y al derecho a 

de una pronta decisión. Es inconcebible, al 

menos durante la vigencia del actual 

Constitución, que existiendo el derecho a la 

pronta decisión, las partes renuncien a él. 

La institución de la perención de la 

instancia, por las razones señaladas, debe 

funcionar en el proceso de amparo, cuando en su 

fase inicial se le exige al actor una actividad, y 

éste no la cumple (así sea porque no se le 

notifica, o no se le puede notificar), o porque no 

concurre motu propio a revisar el amparo que 

incoó y a activarlo, lo que demuestra que su 

interés ha decaído, y por lo tanto, su inactividad 

debe conducir a la perención de la instancia en 

los mismos términos del artículo 267 del Código 

de Procedimiento Civil. 
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Ello adquiere mayor importancia en el 

amparo constitucional, el cual persigue evitar que 

se cumpla una amenaza, o hacer que se 

restablezca de inmediato la situación jurídica 

antes que la violación de derechos y garantías 

constitucionales que la afecten la lesionen 

irreparablemente. Quien intenta un amparo y no 

lo activa, tácitamente está aceptando, o que la 

violación o amenaza ha cesado, o que la 

situación que precavía ase hizo irreparable. 

Por presunción hominis, el juez ante estos 

supuesto, debe pensar en que el interés en la 

acción decayó y que la inactividad no debe 

premiarse manteniendo en potencia el proceso 

en el cual las partes no tienen interés. Por todas 

estas razones, esta Sala considera que la 

inactividad por un (1) año en el proceso de 

amparo, al menos en la etapa de su admisión o 

de citación del agraviante, permite que funcione 

en ese proceso la perención de la instancia, así 

se trate de un proceso de orden público, ya que 

la perención, o abandono del trámite del 

agraviado, como lo llama el artículo 25 de la Ley 

Orgánica de Amparo Sobre Derechos y 

Garantías Constitucionales, al dejar viva la acción 

permite que ella de nuevo se interponga, sin que 

se vea afectado por lapso de caducidad alguno, a 

tenor de los dispuesto en artículo 6, numeral 4, 

eiusdem”. 
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En cuanto a la sentencia de amparo constitucional, el artículo 32 de la 

Ley Orgánica de Amparo establece las exigencias que deberá cumplir, las 

cuales son  

 

 A) Mención concreta de la autoridad, del ente privado o de la persona 

contra cuya resolución o acto u omisión se conceda el amparo; 

B) Determinación precisa de la orden a cumplirse, con las 

especificaciones necesarias para su ejercicio; 

C) Plazo para cumplir lo resuelto. 

 

Como se observa estas exigencias son muy pocas y en consecuencia 

la sentencia de Amparo Constitucional es bastante sencilla, incluso mientras 

mas corta su redacción mejor. Además de los requisitos formales exigidos en 

el artículo 32 de la Ley Orgánica de Amparo, este mismo instrumento 

jurídico, le ordena al Juez Constitucional a realizar otros pronunciamientos a 

la hora de tomar su decisión, para mantener la institución del amparo 

constitucional dentro de sus justos límites y en otros casos para mantener el 

respeto debido a los derechos fundamentales consagrados en nuestra 

Constitución. 

 

La primera de las exigencias se refiere a las sanciones disciplinarias 

establecidas en el artículo 27 de la Ley el cual es del tenor siguiente: 
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“El Tribunal que conozca de la solicitud de amparo 

remitirá copia certificada de su decisión a la autoridad 

competente, a fin de que resuelva sobre la procedencia o no 

de medida disciplinaria contra el funcionario público culpable 

de la violación o de la amenaza contra el derecho o la 

garantía constitucionales, sin perjuicio de las 

responsabilidades civiles o penales que le resulten 

atribuibles”. 

 

 

La intención de este artículo es la de evitar bajo cualquier 

circunstancia que un funcionario público mantenga una conducta lesiva de 

los derechos fundamentales. La idea de enviar copia certificada con el 

correspondiente oficio es la de que se aperture el correspondiente 

Procedimiento Administrativo Disciplinario, a los fines de que se tomen los 

correctivos pertinentes. 

 

En cuanto a la temeridad de la acción y como forma de evitar la 

interposición de numerosas acciones de Amparo Constitucional, la Ley 

Orgánica consagra en su artículo 28 la obligación de que el Juez 

Constitucional se pronuncie sobre la temeridad de la acción, en el caso de 

que el amparo fuere negado. Tal como lo dejó plasmado la Sala Plena de la 

Corte Suprema de Justicia, en sentencia de fecha 08/02/96, caso: 
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Federación Única de los Trabajadores de la Educación Pública, Privada y 

Similares de Venezuela, al señalar: 

“... lo requerido por este artículo 28 es que si el Tribunal 

niega la acción propuesta, también debe pronunciarse si 

procede o no, declarar la ausencia de razones: Queda 

igualmente obligado a determinar, además, si la temeridad 

es descubierta, clara o patente, si ésta fuere su conclusión, 

entonces podrá a su criterio, dictar la sanción de arresto al 

quejoso sucumbiente y manifiestamente temerario. Se infiere 

de lo dicho que el mandato contenido en ese artículo 28 

tiene como finalidad proteger la institución del amparo contra 

la conducta disfuncional de quienes la utilizan, de modo 

desleal y con falta de probidad”. 

 

 El artículo 29 de la Ley Orgánica de Amparo estipula que en el caso 

que se acuerde el restablecimiento de alguna situación jurídica infringida, el 

Juez Constitucional debe expresar en el dispositivo de la sentencia “que el 

mandamiento sea acatado por todas las autoridades de la República, so 

pena de incurrir en desobediencia a la autoridad”. Lo cual significa que no 

solo la parte agraviante está obligada a cumplir la decisión del Juez, sino 

también todas las autoridades e instituciones, cuerpos y entes del Estado 

venezolano, pues por mandato judicial tienen el deber de hacer cumplir la 

sentencia. 
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Los poderes del Juez de Amparo Constitucional tienen su basamento 

constitucional en el artículo 27 de la Constitución cuando establece. “... la 

autoridad judicial competente tendrá potestad para restablecer 

inmediatamente la situación jurídica infringida o la situación que mas se 

asemeje a ella”. Lo que significa que la Constitución no puso límites al Juez 

constitucional, sino que de manera muy sencilla lo revistió de los más 

amplios poderes. 

 

La decisión del juez puede consistir, en mandamientos de dar, de 

hacer o deshacer (órdenes) o en mandamientos de no hacer (prohibiciones). 

En cuanto a los mandamientos de dar, puede tratarse de una condena a 

restituir un bien, por ejemplo, cuando se ampara el derecho de propiedad, o 

a restituir ésta a la situación que mas se asemeje a la que tenía al ser 

vulnerada. Además los mandamientos de hacer se traducen en órdenes 

dadas quien ha violado el derecho amparado, de realizar actos en sentido 

positivo necesarios para restablecer el derecho infringido. En estos 

supuestos están los casos de decisiones de amparo contra conductas 

omisivas de funcionarios (abstención o negativa de actuar cuando están 

obligados a ello). 

 

En cuanto a los mandamientos de deshacer, pueden consistir en la 

orden u obligación impuesta a un sujeto, cuando ello sea posible, de destruir 
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algo, o cancelar o deshacer una actividad realizada cuando ello es necesario 

para restablecer el derecho infringido. Por último, los mandamientos de no 

hacer, se traducen normalmente en prohibiciones u órdenes negativas, es 

decir, de abstención, dadas a quien ha violado un derecho, para impedir 

otras violaciones o par restablecer el derecho violado. Tales distinciones 

sobre el mandamiento de amparo son precisadas por el autor patrio Allan 

Brewer- Carías , (1.999) en su comentada Ley Orgánica de Amparo Sobre 

Derechos y Garantías Constitucionales. 

 

Pero los poderes del Juez de amparo van más allá, pues no sólo está 

facultado para dar órdenes o imponer prohibiciones a quien ha violado un 

derecho constitucional para ampararlo, sino que está facultado para 

restablecer directamente, cuando ello es posible con la sola decisión judicial, 

el derecho infringido, sustituyendo con su decisión cualquier actividad 

adicional por parte de otro sujeto de derecho o autoridad. 

 

Es indiscutible, por otra parte, el carácter personalísimo de la acción 

de amparo, éste no tiene efectos erga omnes ya que los efectos que produce 

son siempre relativos, inter-partes, por lo que el mandamiento respectivo 

estará sólo dirigido a los sujetos intervinientes en el proceso, afectándolos a 

ellos únicamente. 
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CONCLUSIONES 

 

Después del análisis efectuado en los tres capítulos que conforman 

esta investigación se puede concluir que nuestra legislación dio un vuelco 

inesperado con la entrada en vigencia no sólo de la Ley Orgánica de 

Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales sino también por la 

sentencia No.7 emanada de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 

de Justicia, de fecha 1º de febrero del año 2.000, (Exp.- 00.0010), en 

donde se establece el procedimiento a seguir para el trámite de la Acción 

de Amparo Constitucional.   

 

La precitada sentencia modificó el procedimiento para interponer la 

Acción de Amparo Constitucional, con ello se logró un verdadero proceso 

expedito, eficaz y justo al momento de que los trabajadores hagan valer el 

derecho a ser amparados cuando se lesionen derechos y garantías de 

rango constitucional en materia laboral. 

 

Si en aquella época la reforma fue muy polémica por aquello de 

que el Tribunal Supremo de Justicia se extralimitó en sus funciones y de 

una u otra forma legisló, violando con ello el principio de separación de 

poderes establecido en la Constitución de la República Bolivariana de 



Venezuela, no es menos cierto que hoy en día tal actuación de nuestro 

máximo tribunal ha de tomarse como un mal necesario. 

 

Tan es así que con toda propiedad se puede afirmar que no sólo la 

jurisprudencia sino también la doctrina aplauden la iniciativa tomada, para 

mejorar en mucho el antiguo procedimiento de amparo. Aunque parezcan 

pocas las modificaciones que sufrió la Ley Orgánica de Amparo Sobre 

Derechos y Garantías Constitucionales, es en definitiva un gran progreso 

en la práctica, sobre todo para los trabajadores. 

 

La Acción de Amparo Constitucional no está sometido a supuestos 

específicos,  pero aún así sus parámetros han sido delineados por la 

Jurisprudencia patria. 

 

Una justicia que se administre los más brevemente posible, hará 

que todos los trabajadores y patronos confíen más en este sistema 

judicial. Quedará de parte de todos los operarios de la justicia seguir 

impulsando las reformas que se hagan necesarias para que el derecho 

constitucional evolucione a la par de la sociedad. 

 

El Amparo Constitucional en materia Laboral, juega un papel muy 

importante en la vida del Derecho aunque lamentándolo en la esfera de la 



práctica forense se ha desbordado la utilización de éste remedio judicial 

extraordinario. 

 

Cuando un Juez Constitucional emite su pronunciamiento  la 

admisibilidad o no de la acción, deberá tomar en cuenta las mismas reglas 

determinativas de procedencia de cualquier Acción de Amparo, esto es, a 

fin con las competencias atribuidas a los Tribunales del Trabajo. 

 

El procedimiento de Amparo Constitucional es uno sólo y está 

establecido en la citada Ley Orgánica de Amparo, con la particularidad 

que su tramitación fue posteriormente regulada por la Sala Constitucional 

del Tribunal Supremo de Justicia en  la referida sentencia ut supra, y por 

lo tanto el señalamiento que hace la Ley Orgánica Procesal del Trabajo 

sobre el Amparo no debe entenderse que existe un Amparo Laboral como 

tal distinguido en las demás ramas del Derecho, sino que ello comprende 

al Amparo constitucional pero con la connotación que la transgresión que 

se denuncia a través de este mecanismo judicial arropa a un derecho 

constitucional de naturaleza laboral. 
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